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Honduras atraviesa una profunda crisis que encuentra su explicación en 
diferentes factores como el autoritarismo y el caciquismo local tradicional, 
o la falta de comprensión de las funciones que las fuerzas armadas deben 
desarrollar en una democracia, su relación con los actores políticos, así 
como su encaje en el aparato gubernamental estatal. La debilidad institu-
cional y la falta de recursos para operar políticas públicas con eficiencia 
agravan la situación. A todo ello se suman las consecuencias provocadas 
por los desencuentros que llevaron al golpe de Estado de 2009, la con-
solidación de los grupos del crimen organizado y el imparable aumento 
de la violencia homicida en el país. Este trabajo relaciona estas variables. 
Honduras se encuentra muy lejos de consolidar una democracia que vaya 
más allá del proceso electoral. Sin acuerdos negociados entre las diferen-
tes fuerzas es difícil gestionar una crisis tan grave.
Palabras clave: Honduras, democracia, transición política, golpe de 
Estado, crimen organizado, Fuerzas Armadas.
DEMOCRACY, POLITICS AND VIOLENCE IN 
HONDURAS (2006-2014)
Abstract
Political crisis in Honduras responds to different aspects. Elite’s authori-
tarism and local caciquism; lack of understanding of the Armed Forces 
role in democracy, including the relation with political actors, and its 
adequate space in the administration; institutional weakness; lack of 
resources to operate public policies are important issues to consider. It is 
necessary also to consider the political crisis that in 2009 was motiva-
ted by the clashes of the political elites, the consolidation of organize 
crime and the dramatic grown of murders in the country. This article 
combines these variables and has a strong believe that it is mandatory to 
achieve agreements between political forces. Only then could be mana-
1 Universidad de Quintana Roo (uqroo), barrachinac@uqroo.edu.mx; cbarrachina@yahoo.com. 
26
carlos barrachina lisón
ged the crisis in the country. Honduras it is very far away to consolidate 
a democratic process that will go beyond electoral process.
Key words: Honduras, Democracy, Political Transition, Coup d’Etat, 
Organize Crime, Armed Forces.
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Introducción
Honduras es uno de los países más pobres y violentos de América Latina. 
Poco conocido, se visibilizó para muchos con el golpe de Estado de junio de 
2009, suceso que fue interpretado como un problema de “derechas” e “izquierdas” 
y como un “golpe militar clásico”. La prensa, académicos, actores internacionales 
y multilaterales reflejaron sus opiniones en favor de la democracia y en contra de 
situaciones de intervención militar que no son aceptables en el contexto interna-
cional contemporáneo.
Algunas de estas declaraciones fueron superficiales y desconocían el contexto 
nacional hondureño. Otras no fueron más que reflejos ideológicos de un conflicto 
internacional que —recordando a la “Guerra Fría”— utilizó a Honduras como 
actor de tensiones ajenas a su realidad nacional, o tenían una clara intencionali-
dad partidaria y defendían intereses particulares. La ruptura que se manifestó el 
28 de junio de 2009, y el conflicto entre los poderes ejecutivo, legislativo y judi-
cial, de la que se derivó el fin de la administración Zelaya, no se pueden entender 
sin explicar varios factores del sistema local que llevaron a la crisis repartiendo 
responsabilidades entre unos y otros, como señala con lucidez el Informe de la 
Comisión de la Verdad y la Reconciliación (cvr), presentado en 2011. Estas cir-
cunstancias siguen condicionando la dinámica en la actualidad.
La falta de voluntad, el caciquismo tradicional hondureño, y el autoritarismo 
han minado la consolidación del proceso democrático hondureño. Los altos nive-
les de violencia, la creciente presencia de los grupos del crimen organizado en 
buena parte del territorio nacional, la escasa capacidad de respuesta del Estado 
frente a los problemas del país y la apuesta por utilizar a las fuerzas armadas en 
funciones que deberían ser desarrolladas por otras instituciones, son circunstan-
cias preocupantes que dificultan llevar a buen puerto un proceso democrático 
medianamente satisfactorio. En Honduras ha faltado hacer política, entendida 
como la búsqueda pacífica de la regulación de los conflictos, mediante el esta-
blecimiento de reglas comunes, compartidas y aceptadas por la mayoría, con el 
objetivo de garantizar una convivencia aceptable (Vallés 2007, 18 y ss).
Este trabajo presenta brevemente el contexto, las características de gestión y 
los principales retos a la gobernabilidad que enfrentaron las administraciones 
de Manuel Zelaya Rosales (enero 2006-28 de junio 2009), Roberto Miche-
letti Baín (29 de junio 2009-27 de enero 2010) y Porfirio Lobo Sosa (enero 
2010 - enero 2014).
Los detalles de la crisis hondureña que estalló en el 2009, con sus antece-
dentes y consecuencias, han sido ampliamente reseñados y repasados en muchos 
documentos, tanto institucionales, como académicos y partidarios, incluyendo 
a Salgado (2010), Martínez (2009 y 2010), Barrios (2009), Ortega (2009), 
Miralda (2010), Ruhl (2010), Benítez (2009), Benítez y Diamint (2010), Fin-
negan (2009), Salomón (2009a, 2009b), Romero (2010), Saldomando (2009), 
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Cálix (2010), Meyer (2009, 2010), Rojas (2010), De Gori (2015), Llanos, Mars-
teintredet (2010), entre otros.
No será objeto de este trabajo analizar de nuevo con detalle estos aspectos. 
Se presenta una interpretación general del conflicto y se pretende mostrar el error 
político que supuso el “empoderar” a las fuerzas armadas, solicitando su asistencia 
en tareas de gestión del orden público y desarrollo. 
Durante el gobierno de Manuel Zelaya se fomentó a las fuerzas armadas como 
apoyo de actores partidarios, bajo la premisa de actuar bajo las órdenes del coman-
dante en jefe (lo que incentiva la autonomía institucional). En la democracia el 
mando lo tiene el presidente, que es la máxima autoridad de la administración 
pública, entendiéndose que las Fuerzas Armadas son una más de las instituciones 
gubernamentales ordinarias.
Esta circunstancia es la que se encuentra detrás de la decisión autónoma de 
violentar la orden de captura y presentación emitida por la Corte Suprema en 
contra de Manuel Zelaya Rosales, al expulsarlo del país y enviarlo a Costa Rica. 
Este hecho encaja con la tradición militar autónoma local hondureña, que se basa 
en la colegialidad de los altos mandos, y que en el pasado ha sacado del país a sus 
propios jefes militares por abusos de poder o corrupción. 
También se va a describir el reto más importante que azota al país: la extrema 
violencia, que tiene que ver especialmente con el crimen organizado, y que se 
asienta sobre la pobreza de buena parte del pueblo hondureño. Honduras es inca-
paz de hacer frente a este problema, ya que supera con mucho las capacidades de 
una nación con instituciones muy frágiles y con una situación geográfica estraté-
gica favorable para el tránsito y la logística del negocio de las drogas. 
La gestión de la crisis de seguridad en estos años se encuentra condicionada 
por la debilidad del Estado, por los diferentes intentos de reforma policial y 
por el recurso a la fuerza armada, que desde el gobierno del presidente Ricardo 
Maduro (2002-2006) regresó a las actividades de seguridad pública, retomando 
relevancia política en la administración Zelaya. Este rol ha continuado y aumen-
tado, si cabe, durante las administraciones de Lobo y su sucesor, Juan Orlando 
Hernández (2014-2018). 
Características de la gestión política y retos de la 
gobernabilidad en Honduras (2006-2014)
En Honduras existe la reelección de diputados, alcaldes y regidores. El presidente 
de la República tiene un único mandato de cuatro años, mientras que en los 
territorios una clase política se ha consolidado a lo largo del tiempo, entrelazando 
su poder en torno a los partidos, en cuyo seno se establecen relaciones clientela-
res con la comunidad. El Congreso Nacional y su presidente se constituyen en 
un poder clave de este sistema, llegando a moderar la iniciativa del Ejecutivo. 
Su capacidad política es tal que son el factor más relevante a la hora de mantener 
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el status quo, por la capacidad que tienen los representantes populares de acce-
der a recursos económicos que repercuten en obra pública y otras acciones de 
naturaleza clientelar en los departamentos y municipios. La base del caciquismo y 
del clientelismo en Honduras se explica más por este reparto arbitrario de dinero 
público que por la existencia de élites económicas poderosas con tradición arrai-
gada sobre el territorio.
El “pacto” entre los caciques locales, los liderazgos de los partidos políticos, los 
diferentes poderes del Estado y los grupos económicos tradicionales, muchos de 
los cuales son propietarios de los principales medios de comunicación (Martínez 
y otros 2010), han sido una constante en la historia política hondureña (Pastor 
1985). Ese equilibrio es el que entró en conflicto a mediados del gobierno de 
Manuel Zelaya Rosales, cuando trató de impulsar medidas parecidas a las que se 
desarrollaban en otros países de la Alianza Bolivariana (alba), como la reelección 
presidencial.
El “sistema” prefirió mantener la pluralidad que reflejaba el pacto tradicional, 
que dotar a un poder del Estado de la posibilidad de romper el juego de equili-
brios establecido a través de la reelección de los diputados y de las autoridades 
locales. No agradó a las elites el fortalecimiento de la figura presidencial, en un 
país en el que el autoritarismo es habitual. Esto afectaría no sólo sus intereses, 
sino también a la viabilidad de los precarios equilibrios existentes. La falta de diá-
logo y la incapacidad de la presidencia para impulsar una reforma política de una 
forma pactada, así como el intento del ejecutivo de forzar y ganar el conflicto, al 
atrincherarse tras los militares y las organizaciones populares llevaron al clímax la 
crisis del sistema político.
Finalmente el ejército decidió no obedecer una orden ilegal emitida por la presi-
dencia de la República,2 pero actuó irrespetando la legislación hondureña y la lógica 
democrática al sacar al presidente del país, señalando que lo hicieron para evitar 
un mal mayor. El ejército actuó utilizando un poder de “árbitro” en el conflicto 
entre las diferentes instituciones y grupos del Estado.3 Una circunstancia extrema-
damente anómala especialmente después de las reformas y el control político al que 
2 Su participación en la consulta popular conocida como la “cuarta urna”, que pretendía que los 
hondureños se expresaran sobre la oportunidad de la reelección presidencial.
3 En el sentido del concepto acuñado por Perlmutter, que distingue dos modalidades de ejér-
cito pretoriano. Uno, más extremista, que califica como tipo “dirigente”, en el que la institución 
establece un poder ejecutivo independiente y una organización política, con el fin de dominar a 
la sociedad y la política. Y otro, menos intervencionista, el tipo “árbitro”, que no cuenta con una 
organización política independiente y muestra poco interés por hacerse con una ideología política. 
Entre sus características están: 1. aceptación del orden social existente; 2. deseo de volver a los cuar-
teles una vez zanjadas las discrepancias; 3. no contar con una organización política independiente 
y carece de deseo de potenciar una dirección a su cargo; 4. fijar un tiempo límite para dicha direc-
ción; 5. preocupación por la mejora de la profesionalidad; 6. tendencia a actuar entre bastidores 
como grupo de presión; 7. temor a la opinión civil (Perlmutter 1982, 140-144). Esta visión de las 
Fuerzas Armadas como “árbitro” o “poder moderador” en el caso hondureño ha sido defendido 
también por Llanos, Marsteintredet (2010).
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fueron sometidos tras los gobiernos de Reina (1994-1998) y Flores (1998-2002). 
Sin embargo fue la propia falta de comprensión del Ejecutivo sobre las funciones 
que deben desempeñar los militares las que facilitaron que esa situación sucediera.
Ante los hechos consumados, la clase política reaccionó de forma precipitada 
al no condenar la acción militar y ayudando a consumar un golpe de Estado 
que fue repudiado internacionalmente de forma rotunda. Fue precisamente esa 
presión externa y el temor a las consecuencias de una marcha atrás lo que ali-
mentó el nacionalismo de buena parte de la población, y la determinación del 
gobierno de transición que sostuvo la situación hasta que el pueblo hondureño 
se expresó de nuevo, como estaba ya previsto, en las elecciones convocadas para 
noviembre de 2009. De esta forma se dio por finalizado —anticipadamente— 
el periodo de gobierno de un presidente que trató de romper los pactos esta-
blecidos y las reglas del juego de una forma unilateral, sin privilegiar la política 
para resolver conflictos, en favor de un personalismo discrecional.
Como consecuencia de esta crisis política han surgido dos nuevos partidos 
importantes a partir de las elecciones de noviembre de 2013. El partido Liber-
tad y Refundación (libre), que organiza políticamente a todos los grupos y 
movimientos que formaron parte del Frente Nacional de Resistencia Popular, 
afín a Manuel Zelaya, así como a muchos liberales decepcionados, y el Partido 
Anticorrupción (pac), integrado mayoritariamente por gente insatisfecha con el 
sistema político, liderados por el comunicador social Salvador Nasralla. Los dos 
obtuvieron resultados destacados en las elecciones generales y cuentan con una 
importante presencia de diputados y regidores que se extiende en todo el territo-
rio nacional. Sin embargo, no han cambiado las reglas del juego, ya que también 
han articulado su propuesta en base a su liderazgo carismático. La lógica clientelar 
autoritaria y los cacicazgos locales siguen presentes y es difícil que esa situación se 
modifique en el corto plazo. Por otra parte los partidos tradicionales han aguan-
tado el reto y han mantenido su mayoría tanto en el Congreso Nacional, como 
en todas las alcaldías importantes del país.
El gobierno de Manuel Zelaya Rosales (enero 2006-28 de junio 2009)
Después de una victoria confusa en la que se impone por un margen pequeño 
de votos, Manuel Zelaya asume la presidencia y nombra a Arístides Mejía como 
presidente del Instituto Electoral que le declara vencedor de la contienda de 
noviembre de 2005, como ministro de defensa y posteriormente como vicepre-
sidente. Anticipa así, sin ningún disimulo, un estilo de toma de decisiones en el 
que sobresale la falta de respeto a la independencia de los actores políticos, lo que 
irá repitiéndose de forma cada vez más frecuente a lo largo de su mandato.
En este periodo, el Partido Liberal no tiene mayoría en el Congreso Nacional y 
la bancada que representa a su partido en el Congreso Nacional es controlada por 
facciones que no responden al liderazgo del presidente de la República.
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En los dos primeros años de gobierno Zelaya mantiene alianzas con los dife-
rentes sectores de su partido. Elvin Santos Ordoñez,4 representante de la derecha 
empresarial, forma parte de su fórmula electoral como vicepresidente, y Zelaya 
elige como ministro de la Presidencia a Yani Rossenthal, hijo de un histórico 
empresario y político de la costa norte,5 que es líder de uno los grupos de poder 
del partido. En el Congreso Nacional se impone como presidente otro líder clá-
sico de la costa norte hondureña, Roberto Micheletti,6 cercano a los Rossenthal, 
y en la presidencia del Partido Liberal se instala Patricia Rodas, hija de un conno-
tado líder del liberalismo e identificada con la “izquierda política” del país.7
En los primeros meses de su gobierno Zelaya privilegia la relación con el 
ejército y sus líderes, incrementa los salarios de los militares y los dota de un 
mayor presupuesto y número de misiones. Por otra parte refuerza su relación 
con la jefatura del mismo al renovar de forma inusual el mandato del Gene-
ral Romeo Vásquez Velásquez8 al frente de las Fuerzas Armadas. Por su parte el 
4 Hijo de Elvin Santos Lozano, importante empresario hondureño y presidente del Consejo 
Central Ejecutivo del Partido Liberal a partir de julio de 2009, al sustituir a Michelletti en ese 
cargo. Permaneció en el cargo hasta que éste fue asumido en mayo de 2013 por Mauricio Villeda 
Bermúdez, candidato entonces del Partido Liberal a la presidencia de la República. Éste es hijo del 
presidente Ramón Villeda Morales (1957-1963) 
5 Jaime Rossenthal Oliva, vicepresidente del Congreso Nacional (1986-1990). En diversas oca-
siones fue diputado y se promovió como precandidato a la presidencia por el Partido Liberal en las 
elecciones internas de 1985.
6 La vicepresidenta primera del Congreso será Mary Elisabeth Flores, hija de Carlos Flores 
Facussé, presidente de Honduras (1998-2002), propietario de medios de comunicación e impor-
tante líder del Partido Liberal.
7 Modesto Rodas Alvarado fue presidente del Congreso Nacional de Honduras (1957-1963) y 
tuvo que exiliarse del país al producirse el golpe de Estado de octubre de 1963. En ese momento era 
el candidato liberal a la presidencia de la República y lideraba las intenciones de voto.
8 La esposa del general Vásquez Velásquez es Lícida Xiomara Zelaya Lobo, olanchana y prima 
lejana tanto de Manuel Zelaya Rosales, como de Porfirio Lobo (www.laprensa.hn, 23 noviembre 
2013). De hecho, según Luigino Bracci, corresponsal de la agencia venezolana yvke Radio Mundial, 
en su tercer contacto telefónico desde el aire, Zelaya le recuerda al general su parentesco familiar, 
en el intento de tomar tierra en el aeropuerto de Tegucigalpa el día 5 de julio de 2009: “Minutos 
después de que Telesur y Venezolana de Televisión informaran este domingo a las 5:40 pm que 
tres personas murieron en el aeropuerto de Tegucigalpa luego de que militares abrieran fuego de 
fusil contra ellos, el Presidente de Honduras, Manuel Zelaya, exigió al Jefe del Ejército, general 
Romeo Vásquez Velásquez, que detenga la masacre. “¡Detenga esas tropas, general! Como amigo suyo 
que he sido hace años, en nombre de Dios, ¡detenga esa masacre!”, exclamó. “Usted está casado con 
una olanchana, General no destruya a su pueblo ni a su familia”. Le recordó que “el pueblo está 
en la calle, no pueden gobernar así, tienen un rechazo de todo el planeta Tierra”. “Es una actitud 
lamentable que las Fuerzas Armadas empiecen a reprimir una manifestación pacífica para recibir 
al presidente elegido democráticamente. Las Fuerzas Armadas no deben reprimir absolutamente 
a nadie, deben obedecer al Jefe y Comandante General de las Fuerzas Armadas. Yo siento más la 
necesidad de llegar a Honduras, yo tengo que estar al lado y al frente del pueblo, parando ese 
abuso y ese terrible poder que está adquiriendo Honduras, que está llevando el mal a nuestro país”. 
yvke Radio Mundial (Gobierno Bolivariano de Venezuela. Ministerio del Poder Popular para la 
comunicación y la información) (http://www.radiomundial.com, 5 de julio 2009).
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Congreso Nacional, respetando el pacto de gobernabilidad, aprueba el ingreso 
de Honduras al alba y petrocaribe, a pesar de la desconfianza de los sectores 
empresariales, y de los problemas con los distribuidores nacionales e internacio-
nales de gasolina y otros derivados del petróleo.
En un segundo momento, acercándose las elecciones primarias para seleccionar 
a los candidatos de los partidos para la siguiente contienda electoral, el presidente 
Zelaya se aleja de estos pactos, y confiado en el apoyo internacional ofrecido por 
el presidente de Venezuela Hugo Chávez, a pesar de confesar abiertamente que 
él no es de “izquierdas”, ni nunca ha sido “comunista”,9 se apoya en la izquierda 
política del país, en amigos leales y en las fuerzas armadas para continuar ejer-
ciendo el poder. De esta forma desde inicios de 2008 se gesta la crisis que llevará 
al colapso del sistema político hondureño.
Patricia Rodas abandona la dirección del Partido Liberal y se incorpora al 
gobierno como canciller, Enrique Flores Lanza asume el ministerio de la Presiden-
cia y Víctor Meza, un reconocido intelectual de la izquierda hondureña, Goberna-
ción. Por su parte, el ex fiscal general de Honduras, Edmundo Orellana Mercado, 
que había sido electo diputado, intentado sin éxito cambiar el reglamento del Con-
greso Nacional en 2006, se consolida en el gobierno pasando por los ministerios 
de Gobernación, Relaciones Exteriores y Defensa Nacional. Arístides Mejía es pro-
movido a vicepresidente y Ricci Moncada, después de transitar por el ministerio 
del Trabajo, entra en la órbita cercana del presidente y se encarga de dirigir la enee 
(Empresa Nacional de Energía Eléctrica). Por otra parte, Zelaya estrecha la relación 
directa que tiene con el jefe del ejército, e incluso le encarga misiones, sin que 
medie el Secretario del Despacho de la Defensa Nacional como intermediario.10
Los problemas de gobernabilidad que enfrenta Manuel Zelaya, van desde los 
que estructuralmente debe gestionar el presidente del país, por las propias debi-
lidades estructurales hondureñas —como la corrupción, la creciente inseguridad, 
el desempleo, la pobreza extrema, la migración de paisanos, y las correspon-
dientes repatriaciones, y el crecimiento de las estructuras del crimen organizado 
en el país—, hasta aquellos relacionados con su estilo particular de gobierno. 
Con el paso de los meses, y el estrechamiento de las relaciones con Venezuela, 
el miedo de muchos sectores a la “izquierda” chavista y el recuerdo de muchos 
sobre la Guerra Fría y el intervencionismo extranjero en el país, se convierten en 
problemas serios y abren brechas de desconfianza política importantes.11
A principios de 2009 se desencadena una serie de acciones unilaterales por 
parte de la Presidencia que dinamitan la confianza que quedaba, y desgastan el 
9 Rescata este argumento Yani Rossenthal en la entrevista concedida a la Comisión de la Verdad 
(cvr 2011b).
10 Como señala el propio Mejía en la entrevista que concedió a la Comisión de la Verdad 
(cvr 2011b).
11 Este factor es destacado por diferentes autores como el factor fundamental para explicar el 
golpe de Estado (Benítez Manaut, Diamint 2010, 150-151).
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equilibrio de poderes en Honduras. Esto generará conflictos insalvables entre el 
ejecutivo y el resto de poderes, que no serán gestionados de una forma adecuada y 
llevarán a que se deterioren las relaciones entre estos actores de forma dramática:
• No se envía el presupuesto al Congreso Nacional, estrangulándose eco-
nómicamente tanto al poder legislativo como al judicial.
• Se incrementa sin consenso político el salario mínimo de los trabajadores 
del país en enero 2009.12
• En el proceso de nombramiento de magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia, se producen presiones del Ejecutivo, con amenaza de uso de 
la fuerza armada, incluso de detenciones de diputados, para impulsar el 
nombramiento de la esposa del ministro de la Presidencia, Marlina Dubón, 
como presidenta de la misma.13 Estas presiones no surten efecto y el poder 
Legislativo nombra a los integrantes de la Corte como se prevé en la ley.
• En marzo de 2009 el Ejecutivo vuelve a presionar en el nombramiento del 
Fiscal General de la República, tratando de imponer de nuevo a Dubón en 
ese cargo. Las presiones ejecutivo tampoco dan resultado.14
• En la Asamblea de la oea en San Pedro Sula, celebrada a principios de 
junio, la canciller Patricia Rodas fuerza una declaración de reingreso de 
Cuba a la Organización, lo que contraría a actores nacionales que no habían 
sido consultados y a los Estados Unidos.
• Finalmente el gobierno ejerce una fuerte presión para convocar un referén-
dum, que luego convierten en encuesta, para que el pueblo decida sobre la 
convocatoria de una Constituyente que permita la reelección presidencial.
Esta última iniciativa, conocida como “la Cuarta Urna” es considerada ilegal 
por el poder Judicial y conducirá a la orden de detención y presentación del 
presidente de la República, emitida el 26 de junio de 2009 por la Corte Suprema 
de Justicia. Al momento de cumplir con la instrucción la madrugada del día 28 
de junio, las Fuerzas Armadas asumen la decisión de sacar al presidente del país 
en lugar de presentarlo ante el juez natural. Horas después, el Congreso Nacional 
nombra a un nuevo presidente de la República, en ausencia de Manuel Zelaya.
El gobierno de Roberto Micheletti Baín (29 junio 2009-enero 2010)
Designado por el Congreso Nacional para concluir el periodo de Zelaya, éste 
insistirá en señalar que su nombramiento es producto de una “sucesión” prevista 
12 No se negocia con los empresarios y se aprueba de decreto sin ser discutido en el Congreso 
Nacional.
13 La que no podía formar parte de la propuesta porque recién había ocupado el puesto de 
magistrada y porque no había sido propuesta por la Junta Nominadora de la Sociedad Civil, y por 
lo tanto no había llegado como propuesta “autorizada” y “legal” al Congreso Nacional.
14 Finalmente la nombran representante hondureña en el Banco Central Centroamericano.
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en la Constitución, y que las medidas tomadas por las autoridades hondureñas 
tras la expulsión del presidente del país, han sido legítimas. Micheletti es un 
político liberal de derecha de la vieja escuela, con estudios militares y un nacio-
nalismo muy arraigado. Su gobierno más que de facto, como señaló la mayoría 
de los analistas, fue un interinato de transición, que se limitó a gestionar las con-
secuencias del golpe de Estado hasta la celebración de las elecciones convocadas 
para noviembre de 2009, y la toma de posesión del nuevo presidente electo en 
enero de 2010.
La tarea de este gobierno fue muy complicada. Trató de contener la mínima 
expresión la violencia política y resistió con el objetivo de lograr que, a pesar de 
todas las presiones, se estuviera en posibilidad de desarrollar el proceso electoral 
de noviembre de 2009. En el camino se vulneraron derechos humanos al esta-
blecerse toques de queda y al intervenir intermitentemente a algunos medios de 
comunicación abiertamente hostiles. Sin embargo, y a pesar de algunos errores 
y salidas de tono, tanto de Micheletti como de alguno de sus colaboradores, se 
logró el objetivo gubernamental de gestionar la situación sin que se produjera un 
derramamiento de sangre masivo, y sin que se pueda señalar con seriedad que las 
fuerzas de orden público respondieran de forma desproporcionada, salvo algún 
caso aislado, frente a los retos a los que fueron enfrentados en las manifestaciones 
públicas de simpatizantes de unos y otros.15
Éste fue un periodo tenso, muy confuso y complicado, tanto para la clase 
política, como para la población en general. Las fuertes presiones internacionales, 
el desconocimiento de la oea al gobierno de Micheletti, las humillaciones de su 
secretario general, José Miguel Insulza, y de otros mandatarios hacia las autorida-
des hondureñas, la retirada de embajadores por parte de la mayoría de los países 
acreditados, la congelación de la ayuda internacional y la amenaza de sanciones 
internacionales severas, hicieron tambalear al gobierno salido de la crisis y pro-
vocaron que la sociedad hondureña se dividiera de una forma muy profunda.16 
Paradójicamente, fueron la negociación política y la diplomacia las que per-
mitieron una salida aceptable de la crisis política. Carlos López Contreras, un 
habilidoso diplomático hondureño de carrera, dirigió los esfuerzos diplomáticos 
del gobierno de transición y fue una pieza clave para lograr alargar la negociación, 
tanto manteniendo la posición oficialista cuando ésta se interpretaba como una 
imposición de la comunidad internacional hacia el gobierno salido de la crisis, 
15 Hubo manifestaciones públicas masivas de los diferentes sectores de la sociedad civil hondu-
reña que se dividió en dos grandes bloques. Uno apoyando las acciones del gobierno de Micheletti, 
y otro denunciando el golpe de Estado y demandando el regreso del presidente Zelaya. Se acusó 
a gobiernos extranjeros de financiar a los grupos de las organizaciones sociales de izquierda, que 
fueron quienes protestaron por más tiempo y utilizaron los medios más violentos en sus protestas.
16 En observación participante se pudo percibir como en un principio un importante número 
de hondureños, se encontraba indeciso en relación a su interpretación sobre los que había pasado en 
su país el 28 de junio. Con el tiempo esos titubeos desaparecieron y todo el mundo tomó partido 
de forma clara, produciéndose la división de muchas familias. 
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como en la gestión de cerrar la misma, apoyando el acuerdo de San José Tegu-
cigalpa, por el que los representantes de Zelaya acordaron que sería el Congreso 
Nacional el que decidiría el retorno o no del presidente Zelaya. Comprome-
tida la palabra de Zelaya, en ese momento asilado en la embajada de Brasil en 
Tegucigalpa, los actores internacionales no aceptaron que éste se retractara del 
acuerdo, cuando entendió que el Congreso Nacional no apoyaría su retorno a la 
Presidencia, y aceptaron lo firmado en el acuerdo de San José, lo que permitió la 
celebración legitima de las elecciones previstas para noviembre de 2009.
El gobierno de Porfirio Lobo (enero 2010-enero 2014)
Resultado de las elecciones de 2009 y condicionado durante todo su mandato 
por la crisis política que inició en 2008 y por la hostilidad internacional inicial, 
la estrategia de este presidente hondureño para encarar su mandato fue impulsar 
un Ejecutivo de integración nacional, a lo largo de todo el periodo, en el que par-
ticiparon ministros de todos los partidos políticos. Jacobo Regalado, del Partido 
Liberal (pl), fue titular en la Secretaría de Agricultura y Ganadería; César Ham, 
de Unificación Democrática (ud), se desempeñó en el Instituto Nacional Agrario; 
Felícito Ávila, de la Democracia Cristiana (dc), en Trabajo;17 Bernard Martínez, 
del Partido Innovación y Unidad (pinu), en Arte, Cultura y Deportes;18 el diri-
gente magisterial José Alejandro Ventura, en Educación.19 Lobo también contó 
con Arturo Corrales, de la dc, como Secretario de Relaciones Exteriores (sep-
tiembre 2011- abril 2013),20 y como Secretario de Seguridad, a partir de mayo 
de 2013, en sustitución del nacionalista Pompeyo Bonilla.21 Podría decirse que 
el gobierno de Lobo, más que un gobierno de “integración” de personalidades 
de diferentes partidos políticos, fue un gobierno de “coalición”, al estilo de los 
sistemas parlamentarios, en el que diferentes partidos políticos establecen acuer-
17 César Ham y Felícito Ávila renunciaron a sus respectivas secretarías para competir como 
candidatos a diputados; el primero por la ud en Yoro, y el segundo por la dc en Francisco Mora-
zán. Fueron sustituidos en la dirección de la Secretaría por personas de su mismo partido. Neptalí 
Medina, en el ina, y Jorge Bográn, en Trabajo. (“Felícito Ávila y César Ham dejan el gobierno 
para dedicarse a la política”, www.radiohrn.hn, 21 de mayo de 2013). Ninguno de ellos alcanzó la 
diputación en el proceso de 2013, aunque César Ham impulsó a su esposa Angélica Benítez como 
candidata de la ud a la alcaldía de Progreso, y ésta resultó electa regidora.
18 Este secretario fue sustituido por el presidente —por desavenencias personales— por otro 
integrante de su partido, Tulio Mariano González (“Tulio Mariano González sustituye a Bernard 
Martínez en Cultura”, www.latribuna.hn, 18 de diciembre de 2012). Martínez se presentó como 
candidato del pinu a diputado por el departamento de la Atlántida, pero no fue electo.
19 “Lobo juramenta gabinete”, www.laprensa.hn, 28 de enero de 2010.
20 “Arturo Corrales jura como nuevo canciller de Honduras”, www.proceso.hn, 19 de sep-
tiembre de 2011. “Mireia Agüero nueva canciller de Honduras”, www.elheraldo.hn, 16 de abril 
de 2013.




dos y “reciben” una secretaría para su gestión, con la posibilidad de reparto de 
posiciones entre sus simpatizantes.
El caso de la Secretaría de Educación fue particularmente importante, puesto 
que una vez que Ventura, dirigente del colegio magisterial prichma, fue desti-
tuido, asumió Marlon Escoto, Rector de la Universidad Nacional de Agricultura 
(una) en Catacamas, Olancho.22 Éste era integrante de libre, y simpatizante de 
Manuel Zelaya y sin embargo acabó repudiado por este partido y felicitado como 
el mejor ministro de 2013, en la encuesta realizada entre comunicadores por el 
diario de filiación liberal La Tribuna, por sus compromisos en la reforma del sec-
tor educativo hondureño.23 En su gestión se aplicó la nueva Ley General de Edu-
cación, se eliminaron privilegios a los colegios magisteriales y prácticamente se 
acabó con el “estatuto del docente” que ofrecía grandes privilegios a los maestros.
El pacto no se limitó al Ejecutivo. El Congreso Nacional presidido por 
Juan Orlando Hernández también integró en la mesa directiva del Congreso 
Nacional a representantes de los diferentes partidos: Marlon Lara y Waldina Paz, 
del pl; Ramón Velásquez Nazar, de la dc, y Marvin Ponce, de la ud, pertenecie-
ron a la misma a partir de 2010.24 
Porfirio Lobo enfrentó un periodo gubernamental difícil. A la falta de recono-
cimiento internacional se sumaba la división interna del país. La inseguridad se 
agudizó en un contexto de falta de recursos económicos del Estado para afrontar 
los problemas. En opinión del abogado Juan José Sorto,25 simpatizante del Par-
tido Nacional (pn), Lobo gobernó con un partido dividido, como se evidenció 
en las elecciones primarias de 2012. La principal razón de ello es que en un país 
“clientelar”, este presidente no pudo contar con su partido para ocupar puestos 
públicos,26 obligado a conformar un gobierno de integración. En opinión de 
Sorto, en sus dos primeros años de gobierno, el presidente se dedicó a evitar 
confrontaciones, y trató de dar a todo el mundo lo que pedía, lo que le generó 
situaciones conflictivas.
Posiblemente los asuntos más importantes que se abordaron en este periodo 
fueron la reforma educativa, la propiedad de las tierras en el Bajo Aguán, y el 
intento de reforma policial, que implicaba la depuración de las instituciones 
de policía,27 y por añadidura de la Fiscalía, del poder Judicial y de las aduanas. 
También se apoyó a pequeños empresarios fomentando el desarrollo comercial 
22 “Nuevo ministro de educación de Honduras asegura que no recibe doble salario” www.elhe-
raldo.hn 12/03/2012.
23 “Marlon Escoto es “el mejor” y Ana Pineda “la peor,” www.latribuna.hn, 19 de diciembre de 
2013.
24 Únicamente el pinu declinó participar. Ni Ramón Velásquez ni Marvin Ponce fueron ree-
lectos diputados por Francisco Morazán y Cortés respectivamente en el proceso electoral de 2013. 
“Nombran nueva junta directiva en el legislativo”, www.elheraldo.hn, 23 de enero de 2010. 
25 Entrevistado en La Ceiba el 26 de diciembre de 2013.
26 Como también había hecho Ricardo Maduro (2002-2006), aunque por distintas razones.
27 Más adelante se comentará brevemente sobre el esfuerzo de reforma policial.
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de las pequeñas y medianas empresas. Por otra parte, se aprobó la extradición de 
narcotraficantes hacia los Estados Unidos28 y una Ley de Servicio de carrera para 
los diplomáticos hondureños.
Juan Orlando Hernández y el Congreso tuvieron un gran protagonismo, pre-
cisamente por la aprobación de leyes en educación, seguridad, el aumento de 
penas a los delincuentes, así como en otros temas arriba mencionados. La depu-
ración policial y la utilización del polígrafo como instrumento fue muy cues-
tionado, y se presentó un recurso de amparo ante la Sala de lo Constitucional 
de la Corte Suprema de Justicia. Según el abogado Sorto: “la Corte se salió de 
la pretensión de demandada. Se pretendía anular una prueba de confianza, y lo 
que hizo la Corte es declarar inconstitucional todo el asunto”; paralizando en 
consecuencia el proceso de depuración de la policía.
La respuesta del Congreso Nacional fue contundente, y muy criticada. 
Juan Orlando Hernández unió sus fuerzas a las de Yani Rossenthal (pl) y la ud 
y destituyeron a los jueces de la Sala de lo Constitucional.29 Con una votación 
de 97 votos a favor y 31 en contra el Congreso aprobó la destitución de los 
jueces Rosalinda Cruz Sequeira, Francisco Ruiz Gaekel, José Antonio Gutiérrez 
y Gustavo Bustillo Palma. Esta votación se dio después de un informe elaborado 
en 24 horas por una comisión especial de legisladores para reprobar la conducta 
administrativa de los magistrados.30
El regreso de las Fuerzas Armadas de Honduras al escenario político 
El presidente Ricardo Maduro (2002-2006) abrió de nuevo las puertas a los mili-
tares a las tareas de orden público, para acompañar a la policía en los patrullajes 
realizados en zonas en las que el Estado era cuestionado de forma abierta por las 
maras. La Organización de Estados Americanos aprobó en octubre el 2003 una 
declaración que apoyaba la idea de la multidimensionalidad de las amenazas a 
28 En 2013 Estados Unidos introdujo a dos importantes grupos de narcotraficantes hondureños 
en una lista de búsqueda internacional. La visibilidad de los grupos relacionados con el crimen 
organizado en Honduras ha generado un problema mayor a la dirigencia política del país, que hasta 
la fecha no ha tenido la capacidad de enfrentarlos.
29 “¡Destituidos!”, www.latribuna.hn, 11 de diciembre de 2012. “Congreso de Honduras asesta 
golpe técnico al poder judicial”, www.elheraldo.hn, 12 de diciembre de 2012. “Descabezados cua-
tro magistrados de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia”, www.elproceso.
hn, 12 de diciembre de 2012. 
30 Sorto, en entrevista de 26 de diciembre de 2013, señalaba que estos jueces habían sido nom-
brados por Micheletti. En su opinión, los nuevos magistrados, también liberales, formaban parte 
de la corriente de Yani Rossenthal, que acaba de perder las internas del partido liberal. El asunto 
no sólo se convirtió en un tema delicado por la falta de respeto entre los poderes, que deberían 
comportarse de forma independiente, sino porque la destitución se daba justo después de las elec-
ciones internas. Ricardo Álvarez, candidato perdedor del pn, había presentado un recurso para que 
se autorizara el conteo voto por voto para confirmar los resultados. Los magistrados podían poner 
en peligro la candidatura presidencial de Juan Orlando Hernández.
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la seguridad, en la Conferencia Especial de Seguridad Hemisférica, celebrada en 
la ciudad de México. Esta iniciativa se utilizó como argumento para ampliar la 
participación de las Fuerzas Armadas en misiones de desarrollo y de diferentes 
problemáticas sociales, para gestionar las diferentes dimensiones que afectaban 
la seguridad de la nación. Zelaya llevó más lejos esta dinámica. Ante la falta de 
apoyo partidario que tenía en el Congreso Nacional y para reforzar su estilo de 
gestión basado en lograr resultados inmediatos, utilizó a la institución y la trató 
de integrar como apoyo a su proyecto de gobierno. El golpe de Estado y la par-
ticipación de las Fuerzas Armadas como “árbitro” entre los grupos políticos del 
país, su misión cada vez más enfocada a lo “interno” protagonizando los esfuerzos 
del Estado para enfrentar el aumento de la violencia homicida en el país y la pre-
sencia cada vez más notoria del crimen organizado, han acabado por consolidar 
el regreso de las Fuerzas Armadas como un actor político relevante en Honduras. 
Cuadro 1. Efectivos de las Fuerzas Armadas3132
Años Fuerza Terrestre Fuerza Naval Fuerza Aérea
Policía 
Militar31 Total
2005 9 22832 1 140 1 527 11 895
2008 6 077 884 2 112 9 073
2010 6 647 994 1 105 8 746
2012 7 200 1 100 2 250 10 550
2013 7 200 1 100 2 250 5 000 15 550
Fuente: Elaboración propia. Los datos de 2005 se obtienen del Libro Blanco 
de la Defensa de Honduras (2005), y el resto, del Atlas Comparativo de 
la Defensa en América Latina y el Caribe, edición 2014.
31 En palabras del Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina y el Caribe (2014, 
209), “La Policía Militar fue creada en 2013 como un Comando Especial de las Fuerzas Armadas. 
Los efectivos que conformen la Policía Militar deberán someterse a las mismas pruebas de confianza 
que se le practican a la Policía Nacional. Debe estar acompañada de jueces y fiscales con jurisdic-
ción y competencia nacional. Éstos podrán vivir fuera del país. La Policía Militar del Orden Público 
(P. M. O. P.) tiene la obligación de cooperar en el marco de la Constitución de la República en la 
defensa de la soberanía y en el mantenimiento del orden público”. 
32 Se incluyen en este número 7 113 efectivos del Ejército, 396 militares que se desempeñan en 
el Ministerio de Defensa y 1 719, en el Estado Mayor Conjunto.
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Puede apreciarse en el cuadro 1 una relativa estabilidad en el número de mili-
tares hondureños desde la administración de Ricardo Maduro hasta el importante 
incremento aprobado por el gobierno de Juan Orlando Hernández, en el que se 
impulsa la iniciativa de la policía militar para enfrentar la inseguridad ciudadana. 
No sucede lo mismo en el rubro presupuestario, que se sintetiza en el cuadro 
2, y en el que se muestra cómo a partir de la administración de Manuel Zelaya 
Rosales se incrementa el gasto en defensa de una forma muy significativa.
Cuadro 2. Evolución del Presupuesto de Defensa 
en Honduras en millones de dólares (2001-2014)
Años Presupuesto % del PIB % Presupuesto Estado
2001 41.3 0.65 N/D
2002 43.1 0.66 N/D
2003 52.4 0.76 N/D
2004 50.4 0.68 N/D
2005 52.8 0.65 2.55
2006 63.2 0.75 2.41
2007 86.8 0.86 2.92
2008 121.2 0.88 3.47
2009 128.0 0.88 3.79
2010 172.2 1.13 4.78
2011 175.9 1.02 4.42
2012 188.9 1.03 4.71
2013 216.0 1.15 4.93
2014 252.6 1.29 5.12
Fuente: Elaboración propia. 2001-2005: Libro Blanco de la Defensa de 
Honduras (2005, 134); 2006-2007: Atlas Comparativo de la Defensa 
en América Latina (2010, 222); 2008-2012: Atlas Comparativo de la 
Defensa en América Latina (2012, 206), y 2013-2014: Atlas Comparativo 
de la Defensa en América Latina (2014, 34).
En un principio este aumento se explica por los fuertes incrementos salaria-
les que se dieron entre 2007 y 2008, especialmente en las partidas de “Jefes” y 
“Generales”, como se aprecia en el cuadro 3. Se complementa con los aumentos 
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en pensiones que se muestran en el rubro “Otros”, del cuadro 4, así como con la 
incorporación de nuevos elementos a las Fuerzas Armadas, sea en las armas tradi-
cionales, o en la policía militar, que se implanta a partir de 2013. Como se puede 
ver en el cuadro 4, hasta 2014 no se experimenta un incremento significativo en 
los rubros de “Gastos de servicios no personales”, y tampoco en “Materiales y 
suministros”. Ello evidencia unas Fuerzas Armadas orientadas hacia lo interno, 
cuyas principales partidas operativas deben encontrarse en los programas presu-
puestarios de las secretarías a las que apoyan (ya sea con fondos propios, o con 
apoyo internacional). Eso cambia en 2014, con el importante incremento que se 
deriva de la creación de la policía militar, que como se ha señalado, se va a encar-
gar directamente de misiones relacionadas con el enfrentamiento a las principales 
causas que originan el incremento de la violencia en el país.
Cuadro 3. Incremento de salarios militares abril 2007-enero 200833
29/03/05 18/04/07 02/08/07 01/01/08 Incremento
Subteniente 9 945.00 11 075.00 12 195.00 12 710.00 27.80 %
Teniente 12 073.00 13 973.00 15 663.00 16 407.00 35.89 %
Capitán 14 112.00 17 579.00 20 579.00 21 788.00 54.39 %
Mayor 16 030.00 21 330.00 25 730.00 27 253.00 70.01 %
Teniente Coronel 18 907.00 26 194.00 32 394.00 34 322.00 81.53 %
Coronel 23 966.00 34 114.00 41 534.00 45 906.00 91.55 %
General Brigada 30 000.00 42 000.00 50 000.00 54 672.00 82.24 %
General División 35 000.00 50 000.00 60 000.00 64 672.00 84.78 %
Fuente: Elaboración propia a partir de los siguientes documentos: Acuerdo 
534 del Secretario de Estado del Despacho de Defensa Nacional, 29 de 
marzo 2005; Acuerdo 745 del Secretario de Estado del Despacho de 
Defensa Nacional, 18 de abril 2007; Acuerdo 1227 del Secretario de Estado 
del Despacho de Defensa Nacional, 2 de agosto 2007; Acuerdo 1861 del 
Secretario de Estado del Despacho de Defensa Nacional, 1 de enero 2008. 
33 Salarios en su año de antigüedad máxima por rango. Son los mismos salarios en su equi-
valente en la Fuerza Naval. El teniente coronel pasa a un máximo de seis años de antigüedad, en 
lugar de cinco, y el coronel a un máximo de diez años, en lugar de seis. Los generales pasan de un 
máximo de un año, a cuatro el de brigada y a tres, el de división. Cada año hay un incremento 
salarial y se retrasa la edad de retiro. Salarios en Lempiras (moneda hondureña).
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2006 709 765 870 52 652 355 208 712 990 451 657 713 1 422 808 928
2007 1 362 918 600 72 934 748 265 962 400 1 395 643 334 3 329 046 306
2010 1 954 135 257 94 021 759 338 958 411 877 685 234 3 264 800 661
2012 2 214 328 434 173 529 039 339 573 796 943 403 442 3 670 834 711
2014 3 071 017 138 369 636 269 683 232 732 1 229 691 577 5 353 577 716
Fuente: 2006: Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina (2007, 
207); 2007: Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina (2008, 207); 
2010: Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina (2010, 222); 2012: 
Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina (2012, 206); 2014: 
Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina (2014, 34). En lempiras (M/N).
El estilo de gestión militar del presidente Manuel Zelaya Rosales
Manuel Zelaya Rosales utilizó tanto a las Fuerzas Armadas como a la policía y 
quiso convertirlas en agencias al servicio del presidente más que del Estado, reivin-
dicando en diferentes ocasiones de forma expresa la figura de comandante en jefe 
de las instituciones, y reclamando su posición como una autoridad que él mismo 
visualizaba como autónoma e independiente del resto de los poderes del Estado.35
34 En la partida “Otros” se integran los siguientes conceptos: Instituto de Previsión Militar 
(ipm), bienes capitalizables, transferencias, activos financieros y servicio de deuda pública. El grueso 
mayoritario de los recursos se destina al ipm: en 2006, 421 532 118 lempiras; 2007, 1 270 320 035; 
2010, 583 523 834; 2012, 582 449 576 y 2014, 626 205 137. A partir de 2007 se considera el gasto 
de retiros y pensiones de los policías y bomberos que se incorporaran como afiliados al Instituto 
de Previsión Militar. No se presentan en las partidas presupuestarias discriminación al respecto 
(Atlas Comparativo de la Defensa en América Latina 2014, 207).
35 Señala Arístides Mejía que a partir de la ratificación de Romeo Vásquez en 2008, “El presi-
dente Zelaya comenzó a trabajar directamente con el general Vásquez, en todo el tiempo anterior 
todos los asuntos relacionados con las Fuerzas Armadas se hacían era a través de mi persona, por 
supuesto que el presidente tiene facultades para llamar a cualquier militar para trabajar directa-
mente con él, no tiene necesariamente que hacerlo todo a través de sus ministros, él, además, en las 
Fuerzas Armadas es el comandante general, puede ejercer lo que se llama el mando directo. A partir 
de ese año, el presidente para las cosas más importantes ejerció mando directo, involucró al general 
Vásquez en varias de sus actividades. Hubo inundaciones en la segunda mitad del año y él llamó 
al general Vásquez para que lo acompañara casi todo un mes en helicóptero a hacer visitas a las 
comunidades. Todo esto no tiene nada de particular, ni nada de criticable, pero tenía como efecto 
que mi poder dentro de las Fuerzas Armadas declinara, porque al estar ejerciendo el mando directo, 
el ministro deja de ejercer en ciertas cosas el mando por delegación y solo subsiste la obligación 
de restablecer la cadena de mando, es decir, que el subalterno tiene la obligación de informar a su 
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Benefició a sendas instituciones con importantes incrementos salariales, espe-
cialmente a los altos mandos, ampliando los años de servicio en cada escalafón, 
como se observa en el cuadro 3.36 Seleccionó y sostuvo líderes afines, a quienes 
consideraba y trataba como “amigos”, invirtiendo mucho tiempo en ganarse la 
confianza de estos actores en el ámbito personal.37
Amplió las misiones de la Fuerzas Armadas, y las utilizó en el servicio al sector 
público civil en diferentes situaciones, e incluso recibió consejos políticos de los 
jefes militares en determinados momentos.38 Arístides Mejía justifica esta amplia-
inmediato superior lo que le ha ordenado el que está más arriba en la jerarquía, el general Vásquez 
cumplidamente me informaba” (cvr 2011b, 48). 
36 Arístides Mejía justifica esta acción en la entrevista con la Comisión de la Verdad del 15 de 
septiembre de 2010: “Dentro del sector público se aumentaron los salarios a los policías y a los 
militares, por lo cual había bastante simpatía por el presidente dentro de las ffaa… había estado 
durante casi diez años olvidadas por el sector público y habían recibido escasísimos aumentos… 
También se hicieron aumentos de salarios en el sector magisterial, mayores a los solicitados por la 
dirigencia… Había preocupación de si se podría mantener esos aumentos, pero hubo un esfuerzo 
para que sin aumentarse los impuestos se recaudara de forma más eficiente” (cvr 2011b, 26). 
Esto se entendía, según Mejía, en el contexto de que: “había llegado el momento de incorporarlos 
plenamente a la democracia para que se identificaran cada vez más con este sistema. Se trataba sobre 
todo de evitar cualquier nostalgia con respecto al poder absoluto que ejerció la institución armada 
en el pasado, en el que ciertamente los oficiales habían gozado de muchas prebendas, privilegios y 
ventajas; aquí se trataba de apostarle al profesionalismo, esa es la razón política del aumento salarial 
para que ellos se sintieran integrados y no olvidados por el Gobierno, esta política militar tuvo sus 
frutos, funcionó, fue una integración plena y sobre todo entrega y cumplimiento a las tareas que le 
asignábamos el presidente y yo, por supuesto hasta el momento del golpe” (cvr 2011b, 39).
37 Lo que generó problemas como reconoce el entonces ministro de defensa: “Cuando el presi-
dente me convoca para hablar del asunto, me pregunta lo que pienso sobre la sucesión del general 
Vásquez, le explico que hay tres candidatos que se perfilan como nuevos líderes y describo a cada 
uno, luego me pregunta que cuál sería el mejor para sucederlo, le contesto proponiendo un orden 
de prioridades y señalando cuáles son las ventajas y desventajas de cada uno, no se decide nada ese 
día. Luego pasa un tiempo y de repente un día me dice que ha decidido dejar en el cargo para otro 
período al general Vásquez, aquí ya no pide mi opinión y más bien creo que había consultado con 
otras personas. Al escuchar esto le explico que eso va a crear un malestar interno, porque si bien 
Vásquez, como dije, tenía prestigio, para el resto de oficiales que se quede un jefe militar al mando 
del Estado Mayor Conjunto un período más, significa que varios de los oficiales leales a él perma-
necen en los mandos principales y los de las otras promociones no acceden, por lo tanto se produce 
un estancamiento parcial” (cvr 2011b, 43). El general Vásquez abunda en esa relación personal y 
en los efectos positivos de la misma: “no deja de prevalecer en mi mente y en mi corazón el afecto 
que yo siento y he sentido por el expresidente Zelaya, el grado de amistad, la excelente relación que 
se logró encajar y el trato afable que tenía con nosotros, hizo que se convirtiera en poco tiempo en 
uno de los hombres más queridos a lo interno de las Fuerzas Armadas, por eso corríamos a cumplir 
todas las órdenes que nos daba, si él quería hacer operaciones grandes en áreas selváticas o en cual-
quier otra zona del territorio nacional, nosotros lo acompañábamos con toda nuestra logística, le 
movíamos todos sus invitados, quería andar en una aeronave militar, lo transportábamos… quería 
bucear, se le daba lo necesario para hacerlo, es más, aprendimos a bucear juntos. Como les repito, 
teníamos una excelente relación” (cvr 2011b, 174).
38 Romeo Vásquez Velásquez (cvr 2011b, 208) recuerda la influencia que tuvo su opinión en 
el cambio de fecha de las elecciones internas en Honduras: “una noche el expresidente Zelaya, 
haciéndose acompañar del señor Roberto Micheletti, del comisionado del Comité de Contingencias 
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ción de misiones como un intento de “normalizar” la actuación de las Fuerzas 
Armadas en la administración pública.39
La administración del presidente Zelaya favorece con sus políticas la partici-
pación de los militares en asuntos que acostumbran en sociedades democráticas 
a ser competencia de administraciones públicas especializadas. En opinión de 
Mejía, la tarea de mostrar que las fuerzas armadas no eran una entidad aparte, 
que no gozaban de autonomía, y que estaban subordinados pasaba por participar 
en gran cantidad de actividades en apoyo al resto del gobierno. Así, señala que 
la primera acción del gobierno de Zelaya, al día siguiente de la toma del poder, 
fue la participación en la operación de protección al bosque que se mantuvo a lo 
largo de los años (cvr 2011b, 34). A este deseo de integración se unía, reconoce 
el ministro, el estilo de gestión del presidente, que deseaba que sus instrucciones 
fueran cumplidas de forma inmediata y sin excesivos retrasos burocráticos.40
(copeco) y yo como jefe del Estado Mayor Conjunto de las Fuerzas Armadas, y basado en que 
estábamos en una emergencia nacional por algunas inundaciones que habían en el país ocasionadas 
por las constantes lluvias, visita al embajador de Estados Unidos y le dice, textualmente: ‘embajador 
no vengo a pedirle permiso, solo vengo a solicitarle apoyo porque voy suspender las elecciones 
internas tres meses’. Al notar que el embajador empezaba a preocuparse por tal decisión, entonces al 
estar muy cerca del expresidente le recomendé silenciosa y respetuosamente que discutiéramos esa situación 
primero entre nosotros y él aceptó, el embajador nos prestó una oficina, yo le expresé lo siguiente: ‘señor 
presidente, si usted se va con una sola alternativa, puede ser que tengamos un problema serio, 
porque va a haber fuerte oposición, porque según tengo conocimiento los partidos políticos han 
hecho mucho gasto y no van a querer ceder aun con la emergencia nacional’. Entonces él le pidió 
al señor Micheletti que también lo apoyara, yo por mi lado, le continúe manifestando: ‘presidente, 
nosotros los militares siempre acostumbramos a establecer por lo menos dos o tres cursos de acción, 
busque otro curso de acción, presidente, le digo que no sean tres meses, sino que sea un mes, y en 
lo otro, puede ser que sean diez días, los diez días si los puede justificar presidente, porque son los 
que necesitan las Fuerzas Armadas para cambiar de una misión a otra, ya que las Fuerzas Armadas 
está empeñada acompañando a copeco con los desastres naturales, entonces en diez días nosotros 
le damos un poco de descanso a nuestros soldados, le damos mantenimiento a nuestros camiones, 
aviones y helicópteros’. Entonces él se levanta y va a donde el embajador, le dice: ‘embajador, 
apóyenos diez días’. De regreso a casa presidencial elabora un comunicado de prensa donde anuncia 
el traslado de las elecciones internas del 16 de noviembre del año 2008, a los primeros días del mes 
de diciembre del mismo año, los sectores políticos no analizaron lo de la emergencia, entrando en la 
duda de que el presidente no quería que se realizaran por sus ideas continuistas, el escarnio público 
no se hizo esperar y sobre mí cayó toda la responsabilidad, fui seriamente criticado; haciendo mofa 
de que cómo era posible que las tropas estuvieran cansadas, ellos los políticos solo miraban sus 
intereses, no el problema de las inundaciones”.
39 El ministro de defensa Mejía confirma su posición con el siguiente comentario: “en el 
Gobierno de Manuel Zelaya las Fuerzas Armadas jugaron un papel más importante que en otros 
Gobiernos, participaban en una gran cantidad de actividades en apoyo al resto del Gobierno” (cvr 
2011b, 34).
40 Señala Mejía: “esta política estaba encaminada a que las Fuerzas Armadas fueran un gran 
apoyo al Gobierno, y ¿por qué un gran apoyo? Porque el presidente que siempre estaba desesperado 
para que las cosas se hicieran rápidas, detestaba la burocratización de los otros ministerios, Defensa 
es el único ministerio en donde se da una orden y no solo se transmite por la cadena de mando 
hasta el último soldado que la obedece inmediatamente, sino que la planificación se hace en cues-
tión de horas para cualquier operación, y además una vez emitida la orden no se admiten excusas de 
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Los militares participaron en la gestión de la crisis de la Empresa Eléctrica 
Nacional (enee), que en opinión de Mejía se encontraba en serios problemas tras 
la gestión del presidente Maduro, incorporando en gerencias claves a oficiales:
La idea fue de poner gerentes militares que ayudaran a los gerentes civiles para reorga-
nizar, porque realmente la empresa era un desastre. A partir de ese momento cambia el 
rumbo de la enee y comienza su recuperación, para ello emprendimos varias acciones 
como reducción de pérdidas, para lo cual organizamos las brigadas para hacer cortes de 
electricidad a los morosos (cvr 2011b, 42). 
Zelaya también recurrió a las Fuerzas Armadas después del accidente del avión 
de taca en el aeropuerto de Toncontín en 2008, al intentar que en un tiempo de 
seis meses se habilitase un aeropuerto civil, en la base militar estadounidense de 
Palmerola, que sustituyera al de la ciudad de Tegucigalpa, encargando al general 
Vásquez que se encargara de la operación.41 Señala finalmente Mejía que las fuer-
zas armadas se encargaron de otras misiones relacionadas con la gobernabilidad 
ayudando a otros ministerios, y desempeñando un papel primordial en las con-
tingencias y desastres naturales:
Hay muchas otras cosas positivas que han venido haciendo los militares que les había 
hecho ganar reputación, respeto y hasta la estima popular, era la institución del Estado 
con mayor credibilidad, estos eran puntos en los que insistí mucho durante todas mis 
intervenciones públicas con oficiales y tropa, lamentablemente tengo que decir aquí 
que eso se ha venido abajo con la mala decisión o de servir de ejecutores de un golpe 
de estado instigado, planificado y pensado por sectores políticos y un reducido sector 
de empresarios, que son los verdaderos actores de esta tragedia nacional para mí” (cvr 
2011b: 60).
En la entrevista entre los integrantes de la Comisión de la Verdad y el General 
Romeo Vásquez Velásquez se encuentra un diálogo entre la Rectora de la Uni-
sus ejecutores, las cosas se hacen con prontitud, y en los demás ministerios no funciona así; en los 
demás ministerios el problema que hay es que las órdenes cuando van al segundo nivel comienzan 
a diluirse, a veces hay paros o incumplimientos porque el encargado de un asunto no cuenta con 
determinado recurso o apoyo que depende de otro. El presidente aborrecía ese burocratismo, a 
veces se quería saltar un poco sobre algunos procedimientos con tal de lograr que las cosas se 
hicieran, recurría a Defensa para resolver muchos problemas, incluido lo de la enee que usted me 
preguntó” (cvr 2011b, 41), y continúa: “para entender cómo funciona, referiré con más detalle 
la operación que el presidente Zelaya ordenó el mismo día que tomamos posesión para iniciar la 
protección del bosque. El presidente pidió que el sábado (estábamos en viernes) nos trasladáramos 
a la biósfera del río Plátano con todos los ministros para que también comprendan que el Gobierno 
iba a ser móvil y no burocrático, había que hacerlo con tropas militares y planificar todo en menos 
de veinticuatro horas, esta orden del presidente se la comuniqué al general Vásquez, quien según la 
ley se encarga de todo el aspecto operativo; como en una hora el general ya tenía el plan. Entonces 
así funciona, se da la orden y ellos planifican y ejecutan” (cvr 2011b, 42).
41 Lo que provocó la primera renuncia de Arístides Mejía como ministro de Defensa (cvr 
2011b, 49).
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versidad Nacional Autónoma de Honduras, y el citado militar que se recoge por 
la claridad que aporta en la dinámica de relaciones entre la presidencia de la 
República y la dirección de las Fuerzas Armadas de Honduras.
Julieta Castellanos: Ustedes sentían que debían cumplir las órdenes del presidente, él 
quería bucear, ustedes buceaban, él quería subirse a un avión, se subía avión, cuando 
él se subió al F5, ¿a ese se subió?
Romeo Vásquez: Sí.
Julieta Castellanos: Ya se generaba preocupación porque, vaya, cómo se llega a esa 
relación o sea, de que el presidente tiene esos gustos muy especiales y las Fuerzas 
Armadas no había reglamentos que cumplir, inclusive dio la impresión que se exponía 
su vida el presidente, sino que también los bienes del Estado, porque volaba, no era 
para eso los aviones, verdad, pero, como esa, ¿hubo alguna situación de fragilidad 
institucional, allí de no poder decirle al presidente, mire, esto no se puede hacer?
Romeo Vásquez: No, porque no era una orden ilegal, era el comandante general quien 
las daba, entonces ningún juez la consideraba ilegal, porque el problema nuestro son 
los jueces, que cuando ellos dicen que una orden es ilegal no la podemos cumplir, pero 
hay órdenes que son legales, por ejemplo, él daba órdenes de ir a patrullar, de ir a la 
biosfera del Río Plátano, combatir los incendios forestales, inclusive en el traslado del 
aeropuerto a Palmerola, eran órdenes completamente que estaban dentro del ámbito 
de lo legal, no había ningún problema con eso.
Un hecho más polémico fue la intervención partidaria de las Fuerzas Arma-
das. Señala el general Romeo Vásquez que el presidente Zelaya se comprometió 
en abril de 2009 frente a la junta de comandantes a no involucrar a las Fuer-
zas Armadas en aspectos partidistas, pero que en mayo cambió su posición y 
les pidió implicarse en el apoyo de la cuarta urna.42 Existía el precedente, que 
generó un gran inquietud entre la clase política, de las jornadas en las que el 
Congreso Nacional en enero de 2009 estaba nombrando a los integrantes de 
la Corte Suprema de Justicia. Según diferentes testigos, el gobierno de Zelaya 
presionó, incluso con la posibilidad de la disolución del Congreso Nacional, 
movilizando a unos cuatrocientos policías y militares, que con tanquetas se posi-
cionaron frente a las instalaciones del poder legislativo.43 
42 Señala el General Vásquez Velásquez: “En el mes de abril, el 28 exactamente, y teniendo por 
supuesto una buena relación con el expresidente Zelaya, los miembros de la junta de comandantes 
conversamos con él, le comentamos como observábamos la problemática y nos prometió en ese 
momento, no involucrar la institución, él dijo estas palabras: yo quiero tanto a Honduras como 
también quiero a las Fuerzas Armadas, les he tomado mucho cariño, porque ustedes son cumplido-
res de órdenes y todo lo cumplen a cabalidad y bien, así es que yo no voy a involucrar a las Fuerzas 
Armadas en un problema político. Pero, el 29 de mayo recuerdo que me mandó a llamar a su 
despacho y ya en ese momento él tenía un documento en el cual establecía que las Fuerzas Armadas 
se comprometían a apoyar la cuarta urna” (cvr 2011b, 174).
43 En relación a la elección de la Corte Suprema de Justicia el 25 de enero de 2009, José Alfredo 
Saavedra señala que ese día fueron “humillados, vejados, acorralados”. En sus palabras a la Comi-
sión de la Verdad, llegaron cuatrocientos militares y policías y se tomaron el Congreso. Se impide la 
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En la conversación con representantes de la Comisión de la Verdad, el general 
Romeo Vásquez fue cuestionado de nueva cuenta por la rectora de la Universidad 
Nacional Autónoma de Honduras (cvr 2011b, 200):
Julieta Castellanos: Porque lo que se nos han dicho, de otros testimonios, es que 
hubo amenazas de disolución y estaban abajo policías y militares y hay videos que 
registran esa presencia. 
Romeo Vásquez: Sí, pero si habían no sería con el propósito de disolución del Con-
greso, sobre todo utilizándonos a nosotros, a mí me llamaron muchos políticos. Yo les 
dije: eso es un problema político, resuélvanlo ustedes, no nos metan a nosotros; y así 
fue, entonces ellos se pusieron de acuerdo, pero no había ninguna acción de fuerza, lo 
que pasó, según tengo entendido, hubo varios de los ministros del expresidente Zelaya 
que fueron a decirles: bueno, si no se resuelven vamos a darles golpe de Estado, pero 
fue amenazas habladas…
Desde ese momento la dinámica de la confrontación partidaria fue en 
aumento, y el ejecutivo trató de presionar a las Fuerzas Armadas para lograr su 
apoyo político. Señala el general Vásquez la sorpresa que le supuso la orden presi-
dencial para apoyar la cuarta urna 
En ese momento, muy preocupado, por la instrucción que se nos estaba dando, le 
hice la observación: “señor presidente, con el respeto que usted se merece, en el mes 
de abril usted dijo que no iba a involucrar a las Fuerzas Armadas y además esto es 
muy delicado, porque la Constitución de la República, dice en su Artículo 72 que 
las Fuerzas Armadas son una institución apolítica y al ser una institución apolítica no 
puede participar en proyectos políticos. Le sigo manifestando: lo único que hace las 
Fuerzas Armadas en el marco de la ley y al ser una institución jerarquizada es recibir y 
cumplir órdenes” (cvr 2011b, 175). 
Este matiz contrasta con la opinión que Arístides Mejía expresó a la Comisión 
de la Verdad, en la que señala que la participación del general en apoyo a la 
cuarta urna era decidida, y que únicamente manifestó su preocupación al darse 
cuenta que se estaba perdiendo el apoyo de la opinión pública en el asunto por 
una estrategia política que éste consideró mal conducida (vcr 2011a, 123).
salida de los diputados para presionar en el proceso de elección de magistrados de la Corte Suprema 
de Justicia. Se amenaza de disolver la Corte y el propio Congreso Nacional. Juan Orlando Hernán-
dez señala que ese día hubo mucha presión porque incluso había personal de las fuerzas armadas 
cerca del Banco Central. Carlos Kattán habla de la presencia de tanquetas en las afueras del con-
greso, Jorge Rivera Avilés (presidente de la Corte Suprema) señala que recibió una llamada a las 
10:30 pm para avisarles que había tanquetas afuera del Congreso. César Ham recuerda que la 
sesión concluyó a las 11:00 pm después de la presencia de tanquetas. El 28 de enero, el general 
Romeo Vásquez señala en el periódico Poder Ciudadano que no era cierto que estuvieran a punto de 
dar un golpe de Estado. Los efectivos que estaban en los bajos del Congreso Nacional se encontra-
ban allá para dar seguridad. Lo mismo señala Arístides Mejía en su declaración a la Comisión de la 
Verdad (cvr 2011a, 115-116).
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Cuando Zelaya recibe el rechazo de las Fuerzas Armadas para colaborar en 
la cuarta urna por ser considerada una acción ilegal, se altera y falta al respeto 
institucional de las mismas. Los oficiales del ejército se sorprenden y se moles-
tan mucho.44 La participación de la institución militar en asuntos políticos y el 
trato de autonomía que se profundizó en su gobierno, facilitó que los militares 
se sintieran con la capacidad de tomar decisiones políticas, en el momento de la 
expulsión de Zelaya a Costa Rica, para evitar, según su criterio, derramamiento 
de sangre,45 violentando las instrucciones que habían recibido de los poderes 
competentes. 
Aún en los momentos más tensos, conociendo Zelaya que las Fuerzas Arma-
das no acatarían la orden que deseaba imponer, llegó a afirmar que tenía 12 000 
policías armados que defenderían su proyecto político.46 Esto se convierte en un 
despropósito que muestra como su objetivo, más que mejorar las condiciones de 
militares y policías, contar con aparatos armados a su servicio, que simplificaran 
la acción política y le apoyaran en condiciones extremas, enfrentando la legalidad 
y al resto de poderes del Estado si fuera necesario.
La violencia en Honduras (2006-2014)
El principal problema de gobernabilidad que enfrenta Honduras es el de la 
violencia — especialmente de la violencia homicida, que se ha agravado en los 
últimos años de una forma alarmante—. En el primer epígrafe de este apartado 
se rescatan concentradas las estadísticas de homicidios que han sido publicadas 
por el Observatorio de la Violencia de la Universidad Nacional Autónoma de 
Honduras, que muestran cómo ha ido incrementándose la misma, y como se dis-
tribuye geográficamente. En el segundo se presenta una breve introducción a la 
problemática del crimen organizado, que está contribuyendo a este aumento de la 
44 Enrique Morales, empresario de la costa norte, y amigo tanto de Zelaya como del general 
Romeo Vásquez declara a la Comisión de la Verdad en síntesis los siguientes aspectos: el sábado 
27 de junio por la mañana habla con el general que le solicita que le transmita al presidente que 
deje de insultar a las ffaa, porque la oficialidad está crispada aunque siguen reconociendo como 
comandante general. Le comentó que después de lo sucedido la relación iba a ser diferente, puesto 
que el “cariño” ya se perdió. Por la tarde habla con Zelaya Ante la pregunta de qué debía decirle 
a Vásquez, Zelaya señala que había perdido la confianza por la desobediencia, que las ffaa no 
volverían a ser como antes, que donde está la lealtad, el honor y el sacrificio… ¿a quién? Que si 
no podía atender una simple orden de ir a repartir unas urnitas, cómo podía atender una orden 
más importante, que no se podía confiar en cobardías y flojeras de un comandante, que estaría 
bien que no le obedecieran en una orden abusiva como mandar a matar a alguien. Que pensaba 
que Romeo era otro tipo de persona, que a él como presidente le debía mucho porque le había 
extendido su periodo de comando. Que Romeo tenía un gran problema con la imagen de las ffaa 
porque a partir de ahora ningún presidente confiaría en ellas, que la buena imagen de las ffaa se 
había venido abajo (cvr 2011a, 164-165).
45 Así lo reconoce el General Romeo Vásquez Velásquez en la entrevista que tuvo con la Comi-
sión de la Verdad el 18 de noviembre de 2010 (cvr 2011b, 170 y ss.).
46 Conversación de la Comisión de la Verdad con Enrique Morales (cvr 2011a, 164-165).
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inseguridad en el país. El combate contra el narcotráfico en Colombia y México 
está motivando a que diferentes organizaciones criminales se estén instalando en 
Centroamérica, y que Honduras, como ruta de tránsito de drogas sea un escenario 
propicio para la presencia de las mismas. En los últimos años los Estados Unidos 
ha impulsado políticas que “visibilizan” a algunos grupos locales relacionados con 
esta actividad, buena parte de las cuales tienen nexos con la actividad política, lo 
que está generando retos para el Estado hondureño que superan ampliamente sus 
capacidades de reacción. Finalmente se aborda el caso de la violencia por tierras 
en el Bajo Aguán, una zona emblemática de la costa atlántica hondureña, que 
arrastra problemas históricos, y que ha sido utilizada políticamente en los últimos 
años, especialmente por grupos de la izquierda hondureña, en un departamento 
en el que libre ha logrado consolidar su estructura partidaria de la mano tanto 
del Movimiento Unificado de Campesinos del Aguán (muca), como de las 
estructuras magisteriales locales.47 
Honduras presenta graves debilidades institucionales para enfrentar los retos 
provocados por la inseguridad, haciéndose especialmente patentes las deficiencias 
de los aparatos policiales nacionales. Señala Julieta Castellanos (2012)48 cómo, 
tras la reforma de 1993, provocada por la denuncia de un agente sobre ejecucio-
nes extrajudiciales en el norte de Honduras, se separa el ejército de la policía, se 
suprime la Dirección General de Investigación, y se crean la Dirección General 
de Investigación Criminal, adscrita al Ministerio Público, y la Policía Nacional. 
Como resultado, señala Castellanos, inicia una confrontación entre la Policía de 
Investigación del Ministerio Público —percibida como una institución creíble—, 
y las estructuras policiales tradicionales, que abren una línea de confrontación 
tratando de recuperar las funciones de investigación que les habían sido arre-
batadas en la reforma. En 1998 se debilita al Ministerio Público al trasladarse 
nuevamente la Policía de Investigación a la Nacional. En palabras de Castellanos, 
ésta fue una verdadera contrarreforma que empoderó a la Policía Nacional, dán-
dole un importante grado de autonomía, lo que provocó que fuera perdiendo 
credibilidad no sólo por la falta de eficacia en la prevención del delito —como se 
evidencia en las tasas crecientes de homicidios—, sino también por la sospecha 
fundada en la sociedad de que la policía estaba involucrada en actos criminales y 
delictivos.
Coincidiendo con el incremento cada vez más acusado de las tasas homicidas 
en Honduras, en octubre de 2011 el asesinato de Rafael Alejando Vargas, hijo 
de la rectora de la unah, y de su amigo Carlos Pineda a manos de la policía 
desencadenó la indignación popular y una cadena de medidas orientadas a refor-
47 Señala Wilfredo Méndez (2013, 10), en un informe presentado por la Fundación Ebert, que 
desde junio de 2009, 99 campesinos han sido asesinados por las fuerzas de orden público, en una 
clara violación de los derechos humanos.
48 Este documento se encuentra disponible en línea, mediante el Woodrow Wilson Center y por 
Interamerican Dialogue.
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mar el aparato policial hondureño. En un análisis publicado en 2013 por wola, 
Geoff Thale, Adriana Beltrán y Ana Goerdt señalan que: 
El caso reveló el nivel de corrupción profundamente arraigada en la policía y pro-
vocó una protesta pública en Honduras, lo que finalmente condujo a la creación de la 
Comisión para la Reforma de la Seguridad Pública. La Comisión fue creada para llevar 
a cabo una reforma de la Policía Nacional, el Ministerio Público y el Poder Judicial 
(WOLA, 2013).
En noviembre de 2011 el Congreso Nacional creó la Dirección de Investi-
gación y Evaluación de la Carrera Policial (diecp) con la misión de investigar 
delitos y faltas de conducta cometidos por miembros de la policía, así como de 
evaluar el personal policial para eliminar a los funcionarios corruptos (Informe 
wola 2013). La falta de recursos y de personal, señala el Informe, es lo que ha 
llevado a que esta Dirección prácticamente se haya limitado a impulsar exámenes 
de control de confianza, que como se ha señalado anteriormente han sido muy 
cuestionados y han tenido resultados cuestionables: 
La diecp se ha enfrentado a fuertes críticas por no someter a policías de alto nivel a las 
pruebas de confianza, por retrasos en la administración de las pruebas, y por no avan-
zar en el despido de aquellos oficiales que no pasan las pruebas. El fracaso del proceso 
de depuración se hizo evidente cuando el director de la diecp, Eduardo Villanueva, 
admitió en marzo de 2013 —más de un año después de la creación de la diecp— que 
sólo 1 200 agentes de unos 11 000 miembros de la fuerza habían sido evaluados por la 
Dirección. De ellos, 230 agentes que no habían pasado las pruebas se mantenían en 
la fuerza. En junio, el gobierno de los Estados Unidos retiró su apoyo financiero a la 
diecp, citando un “avance lento” (wola 2013).
En marzo de 2012 el gobierno creó la Comisión de Reforma del Sector Seguri-
dad, por un periodo de tres años,49 e integrada por el exministro de Gobernación 
de Zelaya, Víctor Meza; el exrector de la unah, Omar Casco; el reconocido inte-
lectual Matías Fúnez, y dos representantes de la comunidad internacional, uno 
chileno y otro canadiense.50 Esta Comisión tampoco dio los resultados deseados. 
El Centro de Investigación y Promoción de los Derechos Humanos (ciprodeh) y 
la Fundación Friedrich Ebert publicaron un informe en marzo de 2013 en el que 
denunciaban la falta de voluntad política para transformar la policía: 
Las recomendaciones de la Comisión de Reforma del Sistema de Seguridad Pública 
de Honduras carecen de fuerza, vinculación y obligatoriedad; se ha mostrado un alto 
49 “Prima el pesimismo sobre proceso de reforma policial en Honduras”, www.elheraldo.hn, 21 
de marzo de 2013.
50 “Presidente de Honduras juramenta a comisión que se encargará de depuración policial”, 
www.elheraldo.hn, 20 de marzo de 2012.
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Cuadro 5. Muertes en Honduras por causas no naturales (2004-2013)
Año Fallecidos/as por causa no natural
Tasa por 100 000 
homicidios Homicidio Indeterminada Accidental Tránsito Suicidio
2004 4 022 30.7 2 155 629 750 334 154
2005 4 485 37.0 2 417 589 767 520 192
2006 5 310 46.2 3 018 361 818 859 254
2007 5 553 49.9 3 262 359 653 1 027 252
2008 7 235 57.9 4 473 439 800 1 207 316
2009 8 134 66.8 5 265 446 801 1 200 422
2010 8 944 75.5 6 239 503 697 1 181 324
2011 9 809 86.5 7 104 730 551 1 098 326
2012 10 411 85.5 7 172 1 082 592 1 243 322
2013 9 453 79.0 6 757 872 469 1 073 282
Totales 73 356 47 862 6 010 6 898 9 742 2 844
Fuente: Elaboración propia a partir de Boletines del Observatorio de la Violencia. Mortalidad y otros (unah- iudpas 2006, 2007, 
2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013, 2014). Números reales. Con relación a la causa “indeterminada” no se conoce en 
que categoría incluir la defunción. En el caso de la causa “accidental” encontramos diferentes tipos de accidentes.
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Cuadro 6. Tasas de homicidios por cada 100 000 habitantes, en los departamentos de Honduras (2005-2013)
Población 2005 2006 2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Atlántida 423 023 38.9 66.3 76.4 108.4 106.1 131.8 149.2 129.4 115.1
Colón 304 613 25.1 28.8 53.1 67.9 84.0 88.6 102.7 90.3 83.8
Comayagua 464 310 27.5 36.3 49.6 50.3 52.8 71.9 85.4 92.2 74.5
Copán 377 179 66.5 71.7 73.8 71.0 79.8 85.9 113.9 104.7 61.9
Cortés 1 650 370 61.5 66.6 77.2 92.1 111.2 112.8 126.9 128.9 133.3
Choluteca 475 144 13.6 16.9 16.9 23.7 23.9 22.0 32.8 29.7 27.3
El Paraíso 445 122 7.1 23.4 12.0 16.1 24.4 29.3 33.9 30.8 21.4
Francisco Morazán 1 486 643 55.9 60.5 63.9 53.8 56.9 83.2 87.6 78.8 77.4
Gracias a Dios 93 441 1.0 7.4 7.4 7.2 4.7 11.3 17.6 17.1 60.4
Intibucá 245 439 6.1 17.2 15.0 18.6 18.6 27.1 28.9 32.2 24.2
Islas de la Bahía 51 586 42.0 26.3 0.0 36.4 66.8 42.7 31.8 50.4 45.5
La Paz 205 616 17.2 16.6 18.5 21.4 16.2 30.6 35.3 38.4 25.7
Lempira 331 648 13.6 30.4 24.0 35.7 35.4 46.6 57.8 70.0 50.0
Ocotepeque 138 208 20.4 39.8 40.7 47.6 77.9 73.2 96.8 99.8 80.8
Olancho 530 664 23.1 37.4 26.5 51.3 53.3 78.7 70.0 92.5 56.3
Santa Bárbara 416 488 22.5 46.8 35.4 47.6 47.6 77.0 74.5 76.1 77.7
Valle 176 269 21.7 20.4 25.7 25.1 25.9 22.7 24.7 23.3 20.7
Yoro 571 569 27.7 39.1 54.4 66.3 80.2 85.9 96.8 93.4 105.3
Fuente: Elaboración propia a partir de Boletines del Observatorio de la Violencia. Mortalidad y otros (unah- iudpas 2006, 2007, 2008, 2009, 
2010, 2011, 2012, 2013, 2014). Población en números reales. En las tasas en negro aparecen los homicidios por cien mil habitantes que no 
superan 39. En sombreado gris pálido, las tasas que se encuentran entre 39 y 69. En gris oscuro, las superiores a 70 por cien mil habitantes. 
Población en base a las proyecciones del ine para 2012 que señalan que son 8 385 072 los que componen la población hondureña.
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grado de irrespeto por parte de organismos nacionales e internacionales al proceso de 
reforma. Además el gobierno muestra incapacidad, miedo o colusión con el crimen y 
la violencia (CIPRODEH, 2013).51 
Para Wilfredo Méndez (2013, 14), como resultado de este fracaso se han dado 
facultades ampliadas a los militares, y en agosto de 2013 finalmente se aprueba 
la Policía Militar, lo que en su opinión es un error político, derivado de la des-
esperación de la clase política, y el no saber qué hacer con el problema de la 
inseguridad.
Evolución de los homicidios en Honduras (2004-2013)
Los cuadros 5 y 6 retratan el incremento de la violencia homicida en Hon-
duras, tanto a nivel nacional como por departamentos. De 30.7 homicidios a 
nivel nacional por cada 100 000 habitantes en 2004, se pasó a 86.5 en 2011. 
Estas estadísticas son más alarmantes si se analizan con detalle las tasas referentes 
a los departamentos donde se encuentran las principales concentraciones urbanas 
(Tegucigalpa, San Pedro Sula, la Ceiba y Comayagua), el corredor de la droga 
de la costa Atlántica (Colón, Atlántida, Cortés y Yoro) y los puntos de contacto 
fronterizo de tránsito de drogas con Guatemala (Copán, Santa Bárbara y Ocote-
peque), donde las tasas son superiores a 70 por cien mil habitantes y se elevan, en 
determinados casos, a niveles de entre 130 y 150. En el departamento interior de 
Olancho, como se muestra más adelante, las luchas entre grupos rivales del nar-
cotráfico, tienen mucho que ver con las altas tasas de homicidios que se reflejan.52
Los cuadros 7 y 8 muestran la debilidad de la información criminal en el país. 
La mayor parte de los homicidios del país no se logran explicar ni por fuen-
tes oficiales, ni por la prensa que se dedica a monitorear la actividad homicida. 
Sin embargo sendas fuentes coinciden apuntando que el sicariato —relacionado
51 “Prima el pesimismo sobre proceso de reforma policial en Honduras”, www.elheraldo.hn, 
21 de marzo de 2013. Según la misma nota el propio presidente de la Comisión, Víctor Meza, 
señaló que la policía era una institución irreformable, mientras que el ministro de Seguridad, Pom-
peyo Bonilla, señalaba que la falta de fondos y las lentitudes burocráticas complicaban mucho la 
dinámica de transformación.
52 Haciendo un análisis sobre la inseguridad del periodo comprendido entre 2002 y 2006 ya 
mostrábamos en otro trabajo la preocupación que existía en el país por la violencia provocada por 
las maras, y la delincuencia común; lo que señalábamos entonces parecía estarse agravando con 
el narcotráfico y sus importantes redes criminales. Ello había provocado la respuesta del Estado, 
que dispuso la salida del ejército a las calles y la operación “Honduras segura” (Barrachina 2009, 
234-235). Ya en 2003 existía un debate muy intenso sobre el combate a las pandillas y las alter-
nativas para generar resultados sin estigmatizar a la juventud ni violentar los derechos humanos. 
A muchos entrevistados les preocupaba la presencia militar en las calles, lo que —como se ve 
años después— no sólo no redujo los niveles de violencia, sino que tampoco logró evitar que se 
expandiera exponencialmente la misma. Al referirse a ese periodo, Julieta Castellanos advertía que 
Honduras contaba con un Estado insuficiente y que, como resultado, existía un flagrante estado de 
impunidad (Castellanos 2009, 291).
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Cuadro 7. Causas de homicidios según fuentes oficiales (en tantos por ciento) 
2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Número homicidios 
reportados 3 262 4 473 5 265 6 239 7 104 7 172 6 757
Modalidad del sicariato 21.2 36.2 32.6 33.9 27.1 23.5 13.1
Robo 6.2 7.8 6.6 6.1 5.7 5.4 4.9
Violencia interpersonal 8.2 5.5 5.0 4.6 5.1 7.2 6.6




1.6 1.2 1.8 1.2 1.2 1.0 1.0
Maras/Barras 2.0 0.5 1.2 0.9 1.1 1.3 1.0
Sin datos 54.8 45.9 50.1 50.7 57.5 59.2 70.4
Fuente: Elaboración propia a partir de Boletines del Observatorio de la 
Violencia. Mortalidad y otros (unah- iudpas 2008, 2009, 2010, 2011, 
2012, 2013, 2014). Número real de homicidios. Proporciones en tanto 
por ciento que reflejan los datos publicados en la fuente original.
Cuadro 8. Causas de homicidios según la prensa (en tantos por ciento)
2007 2008 2009 2010 2011 2012 2013
Número homicidios 
reportados 1 909 2 001 2 685 3 045 3 437 2 909 3 446
Modalidad sicarial 31.5 42.3 48.3 30.8 38.9 35.6 31.6
Robo 15.7 14.0 13.0 11.2 22.0 6.4 6.5
Violencia interpersonal 18.8 16.1 12.6 5.7 3.9 4.6 4.0




3.2 2.6 3.6 2.4 3.2 2.6 1.9
Maras/barras 7.3 4.0 3.9 2.6 1.4  2.7 3.0
Sin datos 16.3 15.2 13.7 42.9 28.0 40.7 49.3
Fuente: Elaboración propia a partir de Boletines del Observatorio de la Violencia. 
Mortalidad y otros (unah- iudpas 2008, 2009, 2010, 2011, 2012, 2013, 2014). Número 
real de homicidios. Proporciones en tanto por ciento. Diarios consultados: El Heraldo, 
La Prensa, Tiempo y La Tribuna. Se reflejan los datos publicados en la fuente original.
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con el crimen organizado— es la principal causante de muertes violentas, seguido 
de lejos por la actividad criminal común y la violencia interpersonal. Señalan 
también con claridad cómo las maras y la violencia organizada del Estado hacia 
los ciudadanos no son relevantes en la explicación de la violencia generalizada en 
la que viven los hondureños y las hondureñas desde 2007 hasta 2013.
El narcotráfico y su visibilización
Este tema es especialmente delicado y sensible. La prensa no informa al respecto 
con mucha frecuencia por su peligrosidad, especialmente en los departamentos 
de Gracias a Dios, Olancho, Colón, Atlántida, Cortés, Santa Bárbara y Copán. 
Sin embargo, la preocupación de la clase política por la infiltración del narcotrá-
fico es evidente. Funcionarios del Tribunal Supremo Electoral (tse) y de la Comi-
sión Nacional de Lucha contra el Narcotráfico (cnlcn) advirtieron en febrero 
de 2013 sobre el peligro de que los narcotraficantes y el crimen organizado se 
infiltraran en los políticos que participarían en las elecciones generales.53
A mediados de 2013 el gobierno estadounidense identificó una organización 
criminal en Colón, conocida como los “Cachiros”, relacionada con la familia 
Rivera Maradiaga54 —quienes se defienden de las acusaciones—,55 y otra en 
San Pedro Sula, dirigida por el “Chepe” Handal —en ese momento candidato 
de libre a diputado—, que según organismos de inteligencia de Estados Unidos, 
aparentemente tienen nexos con los Zetas y el Cartel de Sinaloa, en México.56 
Derivado de esta situación y debido en gran medida a presiones externas, el 
gobierno hondureño aprobó un decreto que autoriza la extradición a nacionales 
reclamados por el gobierno de los Estados Unidos. 
Aunque a principios de 2014 todavía no se habían efectuado detenciones 
—por falta de capacidad—, sí se han iniciado las actividades de incautación, 
registro y aseguramiento de empresas y propiedades. Desde el 12 de junio de 
2013 entró en vigor el decreto que regula la extradición de los hondureños.57 
El decreto dividió a los magistrados de la Corte porque se dieron cuenta del 
riesgo al que estarán expuestos los funcionarios hondureños. Por ello pidieron 
protección para garantizar la vida de los jueces y fiscales que estén a cargo de 
conducir los procesos de extradición.58 Ante esta situación, los magistrados de la 
53 “Buscan blindar elecciones de los narcotraficantes”, www.latribuna.hn, 8 de febrero de 2013.
54 “Fundación mexicana: ‘los cachiros’: de ladrones de vacas a millonarios terratenientes”, www.
latribuna.hn, 26 de septiembre de 2013.
55 “Abogados de la familia Rivera Maradiaga buscan desvirtuar acusaciones”, www.latribuna.hn, 
1 de octubre de 2013.
56 Handal negó que esto fuera cierto. “Chepe Handal niega acusaciones de narcotráfico”, www.
laprensa.hn, 10 de abril de 2013. 
57 “En vigencia decreto que regula la extradición de hondureños”, www.elheraldo.hn, 12 de 
junio de 2013.
58 “La extradición divide a magistrados de la corte”, www.laprensa.hn, 14 de octubre de 2013.
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Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia (csj) admitieron un 
recurso de inconstitucionalidad presentado contra el Convenio de Extradición 
entre los gobiernos de Estados Unidos y Honduras.59
Las empresas aseguradas propiedad de la familia Rivera Maradiaga son Palvasa 
y Ganaderos y Agricultores del Norte. Ambas están en el rubro agrícola, y están 
constituidas por varias fincas de palma, productoras de aceite y haciendas gana-
deras, pero también se encuentran en el sector de transporte público y en el área 
de hostelería y turismo.60 Los Handal, por su parte, son propietarios de negocios 
en varias ramas como las Supertiendas Handal, Corporación Handal, el Rancho 
La Herradura, Motocicletas JM Troya, Cleopatra y Autopartes Handal, así como 
Easy Cash.61
La historia reciente de la afectación del narcotráfico en la política hondureña 
empieza a complicarse en 2006 en los primeros momentos del gobierno de 
Manuel Zelaya. Juan Ramón Salgado Cuevas, un diputado del Partido Liberal, 
integrante de la comisión del Congreso contra el Narcotráfico, que había sido 
reelecto en tres ocasiones y había sido alcalde de Trujillo (Colón), fue asesinado al 
parecer por no cumplir con un compromiso al que se había llegado con la familia 
Rivera Maradiaga. Éstos querían que el actual diputado por Colón, Midence 
Oquelí Martínez (pl), relacionado familiarmente con ellos y socio en varias 
empresas, fuera designado viceministro de Seguridad. Manuel Zelaya aceptó, pero 
finalmente ese acuerdo no llegó a buen puerto porque al parecer el gobierno de 
los Estados Unidos vetó el nombramiento. Salgado fue asesinado en su domicilio 
de San Pedro Sula por unos sicarios el 1 de mayo de 2006.62
El 23 de noviembre de 2008 el diputado Mario Fernando Hernández Bonilla 
(pl) también integrante de la comisión contra el narcotráfico fue acribillado a 
tiros junto al abogado relacionado con la familia Rossenthal —y candidato a 
diputado por el pl— Carlos Collier.63 Posteriormente se supo que Hernández 
Bonilla era el propietario formal de una finca en Naco (Santa Bárbara) en donde 
se cree que residía por temporadas el Chapo Guzmán (también se señala que tenía 
59 “Corte Suprema admite recurso contra extradición entre Estados Unidos y Honduras”, www.
latribuna.hn, 1 de noviembre de 2013.
60 “Protestan ex trabajadores de la familia Rivera Maradiaga”, www.eltiempo.hn, 22 de septiem-
bre de 2013.
61 Al incluir en la lista negra de narcotraficantes a estos dos grupos, el Departamento del Tesoro 
prohíbe a los estadounidenses que realicen transacciones con ellos y puede congelar cualquier activo 
que tengan bajo la jurisdicción de los Estados Unidos.
62 “Sicarios asesinan a diputado oficialista” www.laprensa.com 3 de mayo 2006. La explicación 
sobre los motivos del asesinato: “salió a la luz en un cable de Wikileaks en el cual el embajador 
saliente Charles Ford habló con franqueza sobre el entonces presidente Manuel Zelaya. En el cable, 
Ford habla de las formas en las que los grupos criminales “han presionado [a Zelaya] a nombrar a 
uno de los suyos” en un puesto de alto nivel en el Ministerio de Seguridad”, http://es.insightcrime.
org/noticias-del-dia, 20 de septiembre de 2013.




residencias en Copán y en Tocoa). Hernández Bonilla fue asesinado por sicarios 
del Cartel de Sinaloa, después de que fuera incautado en Francia un cargamento 
de pseudoefedrina, valorado en siete millones de dólares y que había sido enviado 
por la empresa Genéricos de Honduras, propiedad supuesta del diputado.64
Fue precisamente la investigación sobre este caso lo que le costó la vida al zar 
antidrogas de Honduras, el general retirado Julián Arístides González, el 8 de 
diciembre de 2009. El 22 de noviembre de 2011 Alfredo Landaverde, ex asesor 
en temas de seguridad, denunció que el general retirado había sido asesinado 
por agentes del aparato de seguridad del Estado, porque había anunciado que 
revelaría nombres de implicados con el narcotráfico:
El problema es que cuando se lucha contra el crimen organizado, no se puede anunciar 
públicamente a quiénes va a denunciar, ese fue lo que pasó con el general González y 
por eso lo tronaron, sostuvo Landaverde.65 
Unos días después de estas declaraciones, el 7 de diciembre, el propio Landa-
verde era asesinado en Tegucigalpa.66 Como puede apreciarse periodistas y polí-
ticos hondureños deben ser muy discretos frente a la situación del narcotráfico, 
por la falta de capacidad del Estado para proteger la vida de los que denuncian 
situaciones de este tipo.
Los magistrados prevén que el decreto de extradición impuesto desde Estados 
Unidos puede traer consecuencias muy complicadas para el país. Todo indica que 
los líderes del crimen organizado, acostumbrados a la impunidad, tienen miedo 
a la extradición y esto los vuelve sensibles frente a promesas de políticos que 
se manifiesten con claridad frente a la extradición. De momento, en los depar-
tamentos de la costa atlántica y occidente, que serían los controlados por los 
grupos denunciados por los Estados Unidos, da la impresión de que la lucha 
por “las plazas” está más o menos controlada y ya no aparecen en los medios de 
comunicación enfrentamientos entre los líderes del crimen organizado. Veremos 
qué sucede en el futuro si los liderazgos del crimen organizado se diluyen e inicia, 
como en México o en otras partes de Honduras, una guerra por el territorio, ante 
la incapacidad del Estado por proveer seguridad.
Esta circunstancia sucede por ejemplo en Olancho, el departamento de donde 
son originarios tanto Manuel Zelaya, como Porfirio Lobo. La región se ha conver-
64 “El Chapo Guzmán tenía centro de operaciones internacional en Santa Bárbara”, www.
latribuna.hn, 24 de febrero de 2010. El diputado habría sido asesinado 4 días después de que se 
decomisara esa droga. “Abundan mexicanos y guatemaltecos con falsa identidad hondureña”, www.
laprensa.hn, 18 de diciembre de 2012.
65 “Al zar antidrogas lo asesinaron agentes de la seguridad del Estado: Landaverde”, www.latri-
buna.hn, 22 de noviembre de 2011.
66 “Cobarde crimen contra Alfredo Landaverde”, www.elheraldo.hn, 8 de diciembre de 2012. 
Hilda Caldera, esposa de Landaverde, publicó en 2003, bajo el auspicio de la Dirección General de 
Educación Policial, uno de los primeros trabajos sobre la evolución de la criminalidad en Hondu-
ras, que llevó por título “El crimen en Honduras (1994-2003)”.
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tido en un ejemplo de anarquía y de lucha entre las familias que aparentemente 
controlan parcelas del crimen organizado y que además suelen ocupar, también, 
distintas posiciones políticas.67 
La violencia parece ser moneda corriente en este departamento. Un diputado 
del Partido Liberal, Fredy Nájera Montoya,68 fue baleado el 6 de octubre de 2011 
y, posteriormente, acusado del asesinato de Claudio Méndez Acosta, marido de 
la viceministra de salud Miriam Paz, el 11 de octubre de 2011. Posteriormente 
Nájera fue absuelto de la acusación y salió reelecto diputado en 2013,69 sin 
demostrarse ningún tipo de relación de éste con alguna actividad delictiva. 
Edwin Montalván ex alcalde de San Francisco de la Paz y su hermano, Wilkin 
Montalván fueron señalados de estar relacionados con el narcotráfico.70 También 
lo fue Julio Eduardo Sarmiento,71 así como Lucio Rivera, a quien le mataron 
un hijo en un ataque, y quien sobrevivió a un segundo asalto gracias a sus dos 
guardaspaldas, el 23 de marzo de 2013:
Los pistoleros llegaron a bordo de cinco vehículos a la residencia de la familia Rivera, 
localizada en el barrio El Centro de San Francisco de la Paz, en posesión de armas de 
grueso calibre, incluyendo lanzagranadas, bombas, explosivos C-4 y armas automáticas 
de grueso calibre. Al llegar a la residencia de los Rivera, la rodearon por los cuatro cos-
tados e iniciaron la refriega que duró unos 15 minutos, tiempo en el cual dispararon 
más de mil proyectiles, uno de los cuales hirió a una empleada del negocio ferretero, 
identificada como Vanessa María Umanzor. Justo en el momento que se produjo el 
ataque armado, Rivera, que al parecer era el blanco principal de los agresores, se hacía 
acompañar de dos guardaespaldas en el interior de la vivienda.72
Todos los señalados han negado de forma contundente su participación en 
actividades en el crimen organizado, sin embargo la violencia se repite en el 
departamento y encontramos los mismos apellidos tanto entre las víctimas como 
entre los atacantes. Como muestra se reproduce un fragmento de una noticia 
publicada en diciembre de 2011:
67 Lo contrario sucede en Copán, donde desde la comunidad de La Entrada, hasta la frontera de 
El Florido, con Guatemala, es un corredor de drogas, controlado por los grupos del narcotráfico, y 
en donde éstos controlan todas las actividades. Se señala en diferentes entrevistas la influencia que 
tiene el narcotráfico sobre la mayoría de los diputados y alcaldes de la zona. La prensa no reporta 
nombres de los dedicados al crimen organizado en esta zona.
68 Pariente del “cacique” nacionalista de Colón Oscar Ramón Nájera.
69 “Absuelven a diputado Fredy Nájera Montoya”, www.tiempo.hn, 19 de agosto de 2012.
70 “No hay nada ilícito, responde alcalde sobre falla de helicóptero”, www.latribuna.hn, 27 de 
febrero de 2008.
71 Que se querelló contra el periodista de Televicentro Renato Álvarez por trasmitir esa infor-
mación en 2004.
72 “Balacera provoca pánico en Olancho”, www.latribuna.hn, 23 de marzo de 2012. Ese día 
fueron detenidos como autores del ataque Marlon y Manuel Montalbán.
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En tareas conjuntas entre la Policía y el Ejército, en poblados como Juticalpa, Cataca-
mas, Santa María del Real, San Esteban, Gualaco y San Francisco de la Paz, se hicie-
ron más de 18 allanamientos en los que se logró decomisar drogas, armas de guerra, 
vehículos blindados, además de personas detenidas. En ese momento las autoridades 
reportaron la captura de tres individuos por suponerlos responsables de varios ilícitos 
y fueron enviados a la Penitenciaría Nacional de Támara. A menos de 72 horas de 
haber sido enviados a la máxima cárcel del país, William Humberto Guifarro Ruiz y 
Juan Antonio Sarmiento fueron ahorcados en la celda donde estaban recluidos, mientras 
el tercer detenido, Selvin Sarmiento, se encuentra bien y está bajo custodia policial.73 
La problemática de la tierra en el Bajo Aguán
La zona del Bajo Aguán se sitúa en el departamento de Colón, en la costa atlántica 
de Honduras. En esta zona operaron históricamente la Standard Fruit Company, 
produciendo plátano, y diferentes cooperativas, entre las que destaca a partir de 
1982 la Empresa Campesina Agroindustrial de la Reforma Agraria de la Palma de 
Aceite (coapalma) que produce Palma Africana, rica en aceite vegetal. Después 
del huracán Fifí en 1972, la Standard abandona la zona, y sus cultivos comienzan 
a ser manejados por los campesinos a través de la cooperativa Empresa Asociativa 
Campesina de Isletas (easi), recibiendo la asesoría técnica y crediticia de la Stan-
dard, que había manejado anteriormente esos terrenos gracias a una concesión del 
gobierno hondureño.
A partir de la Ley para la Modernización y Desarrollo del Sector Agrícola, 
aprobada por el gobierno de Rafael Callejas en 1992, se permitió que estas tie-
rras que habían estado en régimen de cooperativa pasaran a los campesinos en 
calidad de propiedades. Al convertirse en propietarios, los campesinos tuvieron 
la capacidad de vender sus tierras y, probablemente mal asesorados, muchos lo 
hicieron: unos a la Standart Fruit Company y otros a la empresa dinant, de 
Miguel Facussé Barjum.
Durante mucho tiempo los campesinos reclamaron que les regresaran sus tie-
rras. Los que se relacionaban con el banano señalaban que ellos habían vendido 
una cantidad determinada de terreno, pero que la compañía se apropió de mucha 
más de la convenida, y judicializaron la situación. Los otros habían vendido en 
forma y a pesar de quejarse del precio que les fue ofrecido, no pudieron reclamar. 
Durante muchos años el problema se fue desconociendo.
En 2009 el Frente Nacional de Resistencia Popular tomó como bandera la 
lucha de los campesinos y se iniciaron tomas de tierras. Se señaló incluso que en 
estas tierras el fnrp se encargaba de entrenar a personas militarmente para enfren-
73 “Olancho sigue en la mira del crimen”, www.proceso.hn, 3 de diciembre de 2011. En estos 
momentos Ramón Daniel Sarmiento Escobar acaba de ser elegido alcalde de Juticalpa por el pn. 
Entre los diputados encontramos a dos de los más importantes del pn con apellido Rivera. Reinaldo 
Sánchez Rivera, que fue secretario particular de Pepe Lobo y uno de los “caciques” locales José Fran-
cisco Rivera Hernández. 
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tar a Micheletti. Afirma Adolfo Alvarado, el candidato a alcalde de Sonaguera, 
que era un derecho de los campesinos recuperar esas tierras, y que Facussé tiene 
un exceso de las mismas. Se organizó el Movimiento Unificado de Campesinos 
del Aguán (muca), que en las elecciones de 2013 presentó a Joni Rivas, uno de 
sus dirigentes, como candidato a diputado por libre. A través de esta organiza-
ción ha persistido la lucha por la recuperación de las tierras de los campesinos. 
En el gobierno de Porfirio Lobo éste fue uno de los temas principales a resol-
ver. Se nombró secretario del Instituto de la Reforma Agraria al izquierdista de 
la ud César Ham, que se puso del lado de los campesinos y ofreció una solución 
que momentáneamente funcionó. El gobierno le compraría parte de las tierras a 
Facussé y las entregaría a los campesinos a cambio de que las fueran pagando poco 
a poco. Según un simpatizante del pl unas 3 000 hectáreas de Palma se regresaron 
a los campesinos, pero desde entonces, lo que también confirma Adolfo Alvarado, 
la zona se ha militarizado, y el conflicto no se ha acabado. Esta presencia armada 
está integrada por una parte por los guardias privados de Facussé y, por otra, 
por el ejército que “en lugar de proteger a las personas, protege las fincas del 
empresario”. 
El muca y otros campesinos que han sido calificados de “Tacamiches”,74 han 
seguido ocupando tierras que quedaron fuera del acuerdo de compra-venta y eso 
ha generado conflicto y muertos, de un lado y de otro. Diferentes entrevistados 
señalaron que estos grupos ocupan tierras productivas, y en las semanas de la 
ocupación cortan la fruta de la palma y la extraen en camiones, obteniendo bene-
ficios que quedan en las organizaciones o en los líderes de las mismas. Andelmo 
Rivera negó este punto, aunque sí reconoció que entre los campesinos también 
hay “vivos” e incluso señaló que libre no participa de forma directa en la lucha 
campesina no por falta de voluntad, sino porque las organizaciones campesinas 
son muy celosas. 
El ex alcalde de Sonaguera señaló con rotundidad lo siguiente: 
Los campesinos son una fuerza social importante en Honduras. Hay que educar y 
capacitar más al campesino para que se compacte. El campesino se ha convertido en 
presa fácil para votar por los mismos que le han hundido en la pobreza. Los “políticos 
de oficio” son especialistas en engañar gente. Acumularon fortunas que les permiten 
competir sin problemas. Todavía pervive el dominio económico y manipulan las con-
ciencias de un alto porcentaje de la gente. 
En todo caso, a pesar de los “celos” de las organizaciones campesinas, no hay 
duda que libre, con toda legitimidad, hizo propia una preocupación social regio-
nal y convenció a sectores campesinos para que votaran por su fuerza política. 
74 Recordando a una población llamada Tacamiche (Atlántida) en la que al principio del siglo 
xx había un asentamiento campesino irregular. Hubo enfrentamientos entre campesinos y autorida-
des, y muchos muertos. Los campesinos al final lograron su objetivo.
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Wilfredo Paz, actual diputado, y Joni Rivas se integraron de forma activa en una 
demanda que muchos campesinos consideran legítima y a través de unas estruc-
turas de partido muy bien organizadas lograron obtener un resultado electoral 
muy positivo para su instituto político.
Otro de los entrevistados señaló, sin embargo, un aspecto preocupante que sin 
duda también tiene efecto sobre la región y su dinámica política y que, según su 
opinión, también podría estar detrás de las dificultades que se presentan para que 
se arregle de una forma definitiva este problema:
En Colón funciona la cultura del caos. De esa manera los grupos extralegales pueden 
gobernar. Coexisten permanentemente. Hemos tenido lugares en donde no puede 
transitar ni el ejército. Hay que prestar atención. Los políticos que han circulado tie-
nen la venia del narcotráfico más que en cualquier otra parte. Hacer operativos en 
Colón significa uno o dos batallones, no sé cuántos millones y la posibilidad de que 
agentes del estado en lugar de combatir sean coaptados por el narcotráfico por no 
hacer y dejar pasar.
Conclusiones
La dinámica política hondureña está lejos de acercarse al ideal democrático. 
Se cuenta con una democracia electoral que cumple con la función básica de 
la selección de los gobernantes de forma periódica, sin embargo el poder del 
Estado es muy limitado para ofrecer a los ciudadanos una gobernabilidad míni-
mamente satisfactoria. Esto ha sido aprovechado por el crimen organizado que ha 
irrumpido con fuerza en buena parte del territorio nacional, lo que explica —a 
pesar de la debilidad de la información publicada— en gran medida el dramático 
incremento en el número de homicidios que ha experimentado el país entre 2006 
y 2013.
La clase política se articula en torno a los poderes locales que consolidan alcal-
des y diputados a través de la reelección y los recursos que logran repartir en 
sus distritos. El autoritarismo se encuentra arraigado en una sociedad que se ha 
urbanizado de forma apresurada, pero que sigue manteniendo inercias rurales 
muy complejas. Existe una clase política arraigada en el territorio, con carreras 
profesionales muy largas, que se ha consolidado gracias al asistencialismo que 
han sido capaces de ofrecer a los ciudadanos. Esta dinámica ha generado figu-
ras políticas territorialmente importantes que ejercen una suerte de caciquismo 
aceptado por los principales actores, bajo el amparo de los principales medios de 
comunicación, que en la mayoría de los casos pertenecen a familias arraigadas 
en la clase política nacional; y que se encuentra claramente vinculado al aparato 
partidista nacional. 
Este reparto de poder en lo local, abona un equilibrio relativamente pluralista 
que conviene a buena parte de las elites. En este contexto, la figura presidencial 
adquiere importancia en la medida en la que tiene capacidad de pacto con esos 
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poderes locales. Sin opción a la reelección, el Ejecutivo nacional tiene poca capa-
cidad de maniobra a largo plazo, lo que se complica por la propia debilidad del 
aparato estatal y la magnitud de los retos y problemas que enfrenta una de las 
naciones más pobres de la región.
En este contexto —y a pesar de los esfuerzos realizados en la última década 
del siglo pasado—, la institución militar sigue siendo un elemento político 
importante, por la debilidad del aparato estatal y por la falta de comprensión de 
su misión por parte tanto de las elites políticas, como de la propia institución. 
Su participación en tareas de seguridad pública o desarrollo no han reflejado un 
grado de eficiencia suficiente, como muestra el aumento de las tasas de homici-
dios en el país, a pesar de la participación de las Fuerzas Armadas en tareas de 
seguridad pública. Sin embargo los diferentes presidentes, probablemente ante la 
frustración que genera el no ser capaces de obtener resultados por otros medios, 
han seguido encargando misiones de diferente corte a la institución militar, e 
incluso en determinados momentos han tratado de manipularla políticamente a 
su favor.
El golpe de Estado de 2009 se explica en ese contexto. La utilización política 
de las Fuerzas Armadas, su empoderamiento y su estrecha relación con el presi-
dente de la República abonó que ante el cambio de las circunstancias, actuara 
erróneamente de forma deliberante como “árbitro” de la situación. La crisis 
provocada por unos y otros se extiende hasta hoy, y ha generado un factor de 
división muy importante en la sociedad hondureña que costará superar.
La consolidación de la democracia pasa por la comprensión de las Fuerzas 
Armadas como una administración pública más, subordinada a los intereses 
nacionales que determina el pueblo a través de sus representantes electos; pero esa 
circunstancia no es suficiente para lograr el objetivo final. Es necesario fortalecer 
el aparato del Estado y generar dinámicas positivas de transformación. En un 
contexto tan complicado como el que enfrenta Honduras se requieren de acuer-
dos. Sin embargo ello no sólo no es fácil de lograr, sino que está muy alejado de 
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Entrevistas
• 22/12/2013. Ovidio Bardales Nuñez (Sonaguera, Colón). Simpatizante del pl.
• 22/12/2013. José Adolfo Alvarado (Sonaguera, Colón). Candidato a alcalde por 
libre. Regidor.
• 24/12/2013. Francisco Mejía (La Ceiba, Atlántida). Abogado. Simpatizante pn.
• 26/12/2013. Simpatizante pl (La Ceiba, Atlántida).
• 26/12/2013. Andelmo Rivera (Tocoa, Colón). Exalcalde de Sonaguera. Excoordina-
dor fnrp en Colón. Coordinador Campaña Electoral libre. Candidato a diputado.
• 27/12/2013. Juan José Sorto (La Ceiba, Atlántida). Abogado. Simpatizante pn.
• 27/12/2013. Alexander López (Progreso, Yoro). Alcalde Progreso pl.
• 28/12/2013. Héctor Mejía (La Ceiba, Atlántida). Candidato a alcalde por pac. 
Regidor.
• 30/12/2013. Francisco Villatoro (La Ceiba, Atlántida). Presidente Cámara de 
Comercio del Departamento de la Atlántida.
• 2/01/2013. Coronel retirado (Tegucigalpa).
• 2/01/2013. General retirado (Tegucigalpa).
• 2/01/2013. General retirado (Tegucigalpa).
• 5/01/2013. Dagoberto Martínez (Tegucigalpa). Exdirigente magisterial.
• 5/01/2013 Juan Ramón Martínez (Tegucigalpa). Columnista, escritor y político.
